
1.-RECENSIÓN ES

GEORGES RIPERT : Le Déclin du Droit. Eludes sur la législation contení-
poraine. París, Librairie Genérale de Droit et de Jurisprudente, 1949.

228 págs.

Estamos ante un libro importante. GEORGES RIPERT, excelente jurista
positivo, concluye ron él una búsqueda ejemplar de las realidades que es-
tán más allá y más acá de las concretas regulaciones positivas; esta vía,
que le llevó primero al análisis del üasfondo moral que late bajo las re-
laciones civiles (La regle morale dans les obligationes civiles), después a
examinar los supuestos políticos que sostienen una concepción jurídico-
privada concreta (Le régime démocratique et le Droit civil modernej, y
últimamente a iluminar el medio económico a que sirven los instrumentos
legales (Aspects juridiques du capilalisme modernej, se remata ahora con
esta obra final en que resume ya, en cierto modo como resultado de las
investigaciones parciales precedentes, su visión global sobre la situación
del Derecho en nuestro tiempo. Tras el paciente análisis y la cuidadosa
observación, el diagnóstico es rápido y directo: declinar del Derecho.
El libro, escrito bellamente, en prosa que ha de llamarse clásica de tan
sencilla y luminosa, no es sino una exposición y prueba de esta tesis ini-
ciai que es lanzada ya en la primera página. Los epígrafes de los capítu-
los sucesivos pueden ilustrar suficientemente de este contenido. «La ley
del más fuerte». «Todo se vuelve Derecho público». «Bajo la servidumbre
de las leyes». «El espíritu de desobediencia». «La discontinuidad del De-
recho». «La inseguridad jurídica». «La destrucción de los derechos indivi-
duales». Cada cuestión es examinada al hilo de ejemplos legislativos ac-
tuales. Pues el autor no entiende por declinar del Derecho «las manifes-
taciones de la violencia y del fraude, que constituyen violaciones del orden
establecido... El verdadero declinar del Derecho es el que resulta de las
leyes cuando no son decretadas por la justicia y cuando son impotentes
para sostener el orden».

El libro impresiona. La exposición es aguda y brillante y, de pronto,
parecen no encontrarse a mano demasiadas razones capaces de evitar la
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sugestión que nos envuelve mientras el autor desarrolla su tesis, implaca-
blemente. Sin embargo, Ja limitación de RIPERT se hace evidente pronto.
Todo el libro está bajo la advocación de Montesquieu, de quien quiere
conmemorar el segundo centenario de la publicación de L'Esprit des lois;
conceptos de esta obra presiden todos los capítulos. La caída del Derecho
debe ser referida necesariamente a un estado de perfección anterior, que
es para RIPERT explícitamente el del siglo Xix, «reino del derecho», «el
más grande siglo jurídico que ha conocido Francia, y ciertamente Europa».
Tales puntos de partida condicionan toda la obra, que resulta así una im-
presionante elegía de la concepción liberal del Derecho.

Nada más fácil que hipostasiar un tiempo pasado, adornar amorosa-
mente su reviviscencia, y hacer de él el habitáculo de una nostalgia vital
de signo, sobre todo, estético y romántico. El «cualquiera tiempo pasado
fue mejor» refleja no ya sólo una actitud de debilidad ante la actualidad
que transcurre, sino también y particularmente esta capacidad de recrear
idealmente lo ya sido, cuyos trazos se componen ahora con toda
suavidad, explicándolos mediante un sistema armonioso que ordinaria-
mente estuvo lejos de presidir su acontecer real, eliminando, en fin, el dra-
matismo ínsito a la vida y las sombras y condicionamientos sobre los cuales,
y precisamente sobre los cuales, emergían, si acaso, perfiles ahora tan no-
torios. RIPERT utiliza ampliamente este método para configurar el modelo
histórico en {unción del cual critica nuestro tiempo. Su polémica parte,
por tanto, de esta importante ventaja inicial. No tendría objeto, sin em-
bargo, que per nuestra parte analizáramos detenidamente este supuesto,
esforzándonos en mostrar hasta qué punto el mismo siglo XIX estuvo ata-
cado de alguno de los motivos de insania que se imputan a éste, y aun de
otros propios más. Si el libro, en definitiva, es imagen de una lucha en-
tre generaciones, será preciso concederle ese regodeo en la rememoración,
hasta ese encanto y esa decantación de las viejas buenas maneras, con cuya
ventaja cuenta siempre la generación conservadora.

Por otra parte, esa concesión polémica puede incluso basarse en mo-
tivos más efectivos. No habría inconveniente en aceptar que el liberalis-
mo encerró, entre otros, magníficos valores, de alguno de los cuales es bue-
na muestra ciertamente la obra de RIPERT. Ahora bien, este aserto refe-
riría una verdad histórica, pero en modo alguno una verdad intemporal
capaz de hacer de él una fórmula válida para toda situación posible. Lo
que RlBERT no demuestra es que incluso el servicio a esos mismos valores
espirituales pueda llevarse a término en una situación tan absolutamente
distinta como es la actual, precisamente con las mismas estructuras que
entonces, que tal es en realidad su tesis central. RIPERT, como en general
todo reaccionario político, se apoya sobre este razonamiento: el secreto
de la felicidad del tiempo viejo está en tales y tales estructuras; rehabili-
tarlas será volver al paraíso perdido. Se ha eliminado con ello el término
capital del problema; no se trata, en efecto, de que no se desee la felici-
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dad antigua, sobre todo Ul como es descrita a posterior i, sino de saber
ai un medio social esencialmente distinto puede permitir, realmente, para
advenir a ella, una identidad de tratamiento. Lo sustantivo no son las es-
tructuras, sino la sociedad; este concepto, y su contenido histórico, es sis-
temáticamente olvidado por RIPERT, creyente así en panaceas universales
y atenrporales.

No deja de ser curioso este cambio radical en la posición del liberalis-
mo, que así como ha pasado en poco tiempo del papel de extrema izquier-
da al de la derecha, en el terreno de la historia es ahora un puro tradi-
cionalismo, un reaccionarismo exactamente como aquel.contra el cual en
otro tiempo probó su agresividad revolucionaría. Su fe'progresista ha con-
cluido, y en esta fe, en el amor fati, radicaba en rigor lo mejor de su
fuerza.

El terreno particular en que RIPERT se sitúa preferentemente es éste:
contraponer ia eficacia del orden jurídico liberal, conseguida con una lim-
pieza de medios verdaderamente lograda, con una estructura- que en sí
miRma constituye un orden lógico casi perfecto y que a ía vez alimenta
principios sanos y valiosos, que se desenvuelven con blandura y suavidad;
contraponer esta realidad a Ja que ofrece el orden jurídico actual, com-
plejo e inextricable, contradictorio y arbitrario nwchas veces, torpe siem-
pre en 9U funcionamiento y su manejo, y que aún, por añadidura, sofoca
casi constantemente aquellos viejos principios sólidos y eficientes para no
sustituirlos por ningunos otros superiores. Es precisamente en el hecho de
esta diferencia donde se justifica la tesis del declinar del Derecho. Ahora
bien, a mi juicio, este cargo central, que en general no tengo inconvenien-
te en admitir, no es en rigor una objeción de fondo. El criterio del Dere-
cho no es la lógica y el orden formal, sino, precisamente, la justicia. Si esla
máquina pesada y torpe que es hoy el Derecho sirve para asegurar un
«quantum» de justicia en la comunidad, por lo menos igual que el ágil y
limpio sistema jurídico del liberalismo, su inferioridad será únicamente
instrumental, es decir, relativa, pero no de fondo. Particularmente pienso
que si fuera factible medir ese «quantum» de justicia de uno y otro sis-
tema, el resultado sería favorable, incluso ampliamente favorable, al de
nuestro tiempo. Las más amplias masas humanas (en buena parte, los
galeotes que hacían andar el navio de tan bella estampa) han sido resca-
tadas a una vida digna y a los propios valores del espíritu, y se nos ha
enseñado que la justicia es hija de la caridad. Que sea deseable llegar a
una formalización definitiva de estas soluciones materialmente justas y en-
samblarlas en un orden estabilizado y seguro, es otra cosa, y una cosa en
la que difícilmente cabría concretar responsabilidades, pero en la que en
todo caso los juristas de hoy más debían motivar un estímulo que no un
desencanto. He aquí una tarea más digna y más emocionante, probable-
mente, que la de aplicar código? perfectos.

Para nosotros, administrativistas, el libro de RIPERT tiene una impor-
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tancia especial. La critica a la actuación jurídica de la Administración es
verdaderamente uno de los temas de la obra. De este modo cabe perfecta-
mente situar este libro como un hito dentro de la magna «polémica del
Derecho administrativo» que vino a abrir DlCEY y que sostiene ahora, en
la crisis del tiempo viejo, sus más fuertes embates. El Derecho adminis-
trativo, hijo del liberalismo, va a ser pronto su piedra de escándalo- El
suum cuique tribuere, como criterio único de justicia, va a dejar paso al
bonum commune, esencialmente antiliberal. La forja de este sutil instru-
mento jurídico ¿no será, sin embargo, la mejor herencia que a la larga.
y para los avatares por venir, nos haya dejado el «monumento jurídico
de la Revolución Francesa», su legado de más largo alcance? Conscientes
de esto, y de Ja fidelidad a nuestro propio tiempo, nosotros, al menos, ad-
ministrativas, nos atrevemos a colocar, no el conformismo, desde luego,
pero sí la fe y la esperanza en el lugar en que RIPERT sitiia una nostalgia
estéril.

E. GARCÍA DE ENTERR1A

SALVADOR M. DANA MONTANO : El nuevo Código de lo contencioso-admi-
nistraüvo de la Provincia de Santa Fe. Texto y comentario. 1951.
Págs. 143.

En 1947, en una interesante obra publicada en Tucumán por Manuel
ANDBEOZZI, se proclamaba la necesidad de instaurar en la Argentina un
régimen nacional sobre la jurisdicción contencioso-administrativa, ante
la situación caótica de la legislación sobre la materia en las distintas
Provincias (1). Como dijo BIELSA, «establecer un ordenamiento legal del
proceso contencioso-administrativo, ya sea en Tribunales administrativos,
ya sea en Tribunales judiciales, es una tarea muy seria, por los principios
que entran en juego, y es también obra de vastas proporciones, por los
diversos campos de aplicación que la jurisdicción administrativa tie-
ne» (2). Sin embargo, esta tarea se abordaba en el plan quinquenal
de 1947-1951 del Gobierno del Presidente Perón, al figurar una ley de
bases creando la jurisdicción contencioso-administrativa con carácter na-
cional. No obstante, el proyecto sancionado por el Congreso el 30 de
septiembre de 1948, previa la introducción de importantes modificacio-
nes de su texto primitivo, fue vetado por el Poder ejecutivo el 15 de

(1) ANDBBOZZI, La materia contenciosn-adminixtrntiva (bases para su codificación),
págs. 225 y ss.

(2) La jurisdicción contencioso-administraliva, Rosario, 1948. pág. SO, trabaje
que le dedica a comentar el proyecto de ley de 1948.
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octubre siguiente, entre otras razones, por la inconveniencia de modifi-
car los regímenes contencioso-administrativos especiales entonces existen-
tes, sin seguridades sobre la posible estabilidad del nuevo sistema ante
la inminente reforma de la Constitución nacional, y por ciertas deficien-
cias del texto aprobado por el Congreso, que no representó, como se
esperaba, una integración total de las normas esquemáticas contenidas
en las bases incluidas en el plan del Gobierno (como la no determina-
ción de los efectos subjetivos de las sentencia.' en el recurso de anulación,
la no exclusión de fiscalización jurisdiccional de los actos de gobierno
y la atribución dé la jurisdicción exclusiva en la materia a las Cámaras
Federales y a la Suprema Corte de la Nación) (3).

Ante esta situación, la regulación de la jurisdicción contencioso-
admimstrativa en las distintas Provincias conserva toda su importancia,
y su estudio es interesantísimo para conocer la legislación artual argen-
tina. Hoy, que en España se está abordando la reforma de. nuestro viejo
sistema contencioso-adininislrativo, debe preocuparnos más que en cual-
quier otra ocasión cuantas innovaciones se observen en el Derecho com-
parado, y sobre todo cuando la innovación tiene lugar en uno de los
pueblos de la comunidad hispánica, pues, como he dicho cu olra oca-
sión (4), refiriéndome precisamente al Derecho argentino, si la existen-
cia de una comunidad' nacional implica un conjunto normativo que sea
expresión de la vida <pie anime a esa comunidad —como ha afirmado
FEDERICO DE CASTRO—, la existencia de una comunidad hispánica ha dt:
implicar la existencia d*e una idea de la vida que debe plasmar en las
normas de sus distintos pueblos, no sólo en aquellas normas que, por
estar más íntimamente ligadas a su vida íntima, reflejen mejor el espí-
ritu común, sino también en aquellas otras que, por su carácter ina-
técnico y formal, se encuentran más alejadas de ese vivir íntimo; i-ti
éstas, como en aquélla», debe encontrarse también la expresión de unos
mismos principios de Derecho : la expresión de cómo un conjunto de
pueblos libres entiende y realiza el Derecho natural para regular sus re-
laciones.

Todo ello pone de manifiesto el interés que encierra para nosotros ln
obra que recensionamos. al referirse a la regulación de la jurisdicción
contencioso-administrativa en una Provincia argentina, en la que, como
había dicho ANDREOZZI, al hacer el balance de la situación provincial,
existían los interesantes proyectos de BIELSA. DANA MONTANO, refirién-
dose al Código, afirma : «El establecimiento de disposiciones extensa»

(3) El Mensaje de 15 de octubre de 1948 fue publicado en el «Diario de Sesione*
de la Nación» de 11 de mayo de 1949, págs. 64 y ss. Sobre el mismo, vid. JORCE TKIS-
rÍN BoscH, Tribunales judiciales o Tribunales administrativos para juzgar a la Admi-
nistración pública. Víctor P. de Zavala, editor. Buenos Aires, 1951, págs. 23 y ss.

(4) En Él proceso contencioso-administrativo argentino, en «Revista de Estudios
Políticos», núm. 48, pág. 251.

259



y claras sobre la jurisdicción y la competencia en la materia, sobre la
preparación de esta vía, sobre los recursos admisibles en ella y sobre el
modo de proceder en cada uno de éstos: término, prueba, etc., cons-
tituye un progreso jurídico digno de mención. Revela una plausible
preocupación legislativa, a cuya comprobación acompaña la pregunta, on
tanto asombrada, de por qué no se había hecho antes, contando, como
se contaba, con antecedentes doctrinarios y legislativos tan valiosos y
útiles en el orden nacional y provincial. La lectura in extenso de esta
novísima ley santafesina muestra también que en ellos han ejercido una
decisiva influencia, hasta en los términos empleados, o sea en la letra,
especialmente el anteproyecto de código en lo contencioso-administrati-
vo preparado por el profesor Dr. Rafael Bielsa para la Provincia de
Santa Fé en el año 1934 (5), y las bases para una organización y proce-
dimiento en la materia, aprobadas por la Quinta Conferencia Nacional
de Abogados, reunida en Santa Fe, en 1940, que llevan la firma del autor
de este libro. El acontecimiento es tanto más digno de celebración cuan-
to que en el orden nacional carecemos aún de un Código en la materia,
a pesar del plausible propósito del Poder ejecutivo, que en su plan quin-
quenal de 1946 incluyó unas bases de la ordenación de lo contencioso-
administrativo que dieron por resultado una ley que el mismo Poder
debió vetar por razones muy atendibles» (págs. 6 y 7).

El nuevo Código de Santa Fé atribuye la jurisdicción para conocer
de los litigios administrativos a la «Corte Suprema de Justicia» (artícu-
lo 1.°), y el comentarista defiende esta regulación, por estar abonada
«por la experiencia de muchos años de ejercicio de esa jurisdicción por
el más alto Tribunal de justicia de la Provincia, que es el órgano que,
por su composición, prestigio, independencia y capacidad funcional,
ofrece las mayores garantías de imparcialidad y acierto en las decisiones.
Si se necesitara un argumento más a favor del mismo, ahí está la actua-
ción y la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Provin-
cia de Buenos Aires, que, al aplicar el antiguo Código de Várela, ha
creado un cuerpo de doctrina realmente extraordinario por su magnitud
y su prudencia. Ningún órgano creado ex profeso habría dado iguales
resultados prácticos» (pág. 9). Nadie ha dudado, efectivamente, de la
independencia de los órganos judiciales, por lo que constituye una in-
dudable garantía de imparcialidad le atribución de los asuntos a los mis-
mos. Ahora bien, el problema está en si los Magistrados ordinarios son
idóneos para conocer de tales asuntos administrativos. Como he dicho
desde esta misma REVISTA (núm. 8, pág. 317), al recensionar una mag-
nífica obra sobre el problema de Jorge TRISTÁN BOSCH, ello depende

(5) Inspirada en aquel proyecto está la tan conocida obra de BIELSI Ideas gene-
rales sobre lo contencioso-administrativo, Buenos Aires, 1936, a la que figura' unido
il proyecto.
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de las circunstancias de cada país. Por ello, no puedo enjuiciar con
acierto' la regulación argentina, aun cuando en principio me muestre
decidido partidario de la especialización de los Magistrados que deben
conocer de los litigios administrativos.

Al leer el nuevo Código de Santa Fe, se observa una acertada regu-
lación de la mayoría de los problemas procesales administrativos y un
criterio en líneas generales aceptable, al establecer los tipos de preten-
siones procesales administrativas, pese a seguir conservando una termi-
nología -^la de «recursos»— que ya se había superado en el proyecto de
ley nacional de 1948. Al regular el recurso de anulación, que se deno-
mina «recurso de ilegitimidad», se afirma que se da «contra las resolu-
ciones ejecutorias que adolezcan del vicio de ilegalidad', aunque sean
de carácter general, siempre que el recurrente acredite un interés legiti-
mo, directo y actual» (art. 13), añadiendo en el artículo 14 los motivos
en que se puede fundar tal recurso, motivos análogos a los típicos moyens
tfouverture del recurso por exceso de poder, mostrando una completí-
sima y acertada regulación de la materia.

Pero lo que destaca de] Código de Santa Fe es la regulación de dos
instituciones: las costas y la ejecución de sentencias. A mi juicio, los
preceptos que dedica a la regulación dé estas materias es lo más elogia-
ble del nuevo Código. Y me atrevo a afirmar que tales artículos no de-
ben ser olvidados cuando en lo sucesivo se aborde la tarea de legislar
sobre el proceso administrativo, no sólo dentro de la República argen-
tina, sino fuera de sus fronteras. Y creo un deber llamar la atención de
la Comisión española de reforma de la Ley de lo Contencioso-adminis-
trativo para que se fije en los mismos.

Al regular las costas, el mievo Código de Santa Fé ha tenido en cuen-
ta la doctrina y legislación procesal más reciente sobre la materia y no
ha vacilado en proclamar con carácter general el principio objetivo del
vencimiento. Su artículo 84 —'que contiene una regulación acertadísi-
ma— dispone: «La parte vencida será siempre condenada en costas,
aunque no mediare de parte, salvo : a) Cuando mediare oportuno alla-
namiento de la Administración; pero no la eximirá si la demanda re-
produjera sustancialmente lo pedido en la reclamación administrativa
denegada, y esa denegación fundare el recurso contenciosó-administrati-
vo (6). b) Cuando la sentencia se dictare en virtud de pruebas cuya existen-
cia verosímilmente no haya conocido la contraria y por causa de ello
se hubiere justificado la oposición de la parte; c) Cuando por la natura-
leza de las cuestiones debatidas haya habido, a inicio del Tribunal, mo-
tivo bastante para litigar. En tal caso, el fallo deberá expresar los moti-
vos de la exención.)» Del precepto, únicamente sobra este último apartado.

(6) El problema ha sido tratado por BIET,SA, en Preparación del juirio contencioso-
administrativo, en «La Ley», número de 7 de febrero de 1952.
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que viene a desvirtuar el principio general, pese a la importante limita-
ción que se contiene en su último inciso. Y en los artículos 85, 86, 87 y 88
se regula, también acertadamente, los problemas de plus petitio, éxito
parcial, desistimiento y perencióu, y vía de apremio. Existe, sin em-
bargo, una norma sobre costas que supone una innovación en los prin-
cipios que rigen la materia y que no es del todo acertada : la contenida
en el inciso segundo del artículo 88, al decir que «los profesionales de
la parte vencedora podrán cobrar directamente al condenado en costas
Jos honorarios que les correspondan». Y, por último, he de señalar la
conveniencia de haberse regulado los gastos que deben incluirse en eT
capítulo, de las costas, lo que no hace el Código de Santa Fé.

A la ejecución de las sentencias se dedican los artículos 89 a 104. De
ellos, merece ser destacado el artículo 90, en el que se dispone : «Si la
Administración no cumpliera la sentencia en la forma dictada contra ella
o en la establecida en las disposiciones de este Código, la Corte Suprema
ordenará la ejecución directa, bajo apercibimiento a los empleados que
deban ejecutarla, de hacer efectiva la responsabilidad civil y penal que
en ellos incurriesen. La Administración responderá solidariamente con
ellos respecto del daño causado.»

Como ha dicho ALCALÁ-ZAMORA Y CASTIULO (en una recensión a un
trabajo mío sobre la ejecución do sentencias contencioso-administrativas.
que publicó en la «Revista de la Facultad de Derecho de México», en su
número 2), restringir la función de los órganos de la jurisdicción conten-
cioso-administrativa al proceso de conocimiento o de cognición, se debe
a «una errónea interpretación de la doctrina de la división de Poderes».
Constituye un obstáculo a la progresiva evolución de la fiscalización en
última instancia de los actos administrativos. En efecto, recordemos los
primeros argumentos que se esgrimieron por los autores que defendie-
ron el llamado sistema de jurisdicción retenida frente a la creación de
un verdadero proceso administrativo: todos ellos se reducían a que un
Poder del Estado —el ejecutivo— no podía someter sus resoluciones a
otro Poder —el judicial—, por estimarlo contrario a aquel principio de
división de Poderes. Pero en seguida se vio que una correcta interpre-
tación de dicho principio exigía que la función de decidir los litigios
administrativos era una función jurisdiccional, v , por tanto, una fun-
ción que no podía atribuirse a los órganos del Ejecutivo, sino a los ór-
ganos del Poder judicial. Luego si se estima que la función de decidir
los litigios administrativos, como la de decidir los demás litigios, es fun-
ción propia de los órganos judiciales, debe atribuirse a éstos íntegra-
mente, con todas sus consecuencias. Y debe atribuirse la función de juz-
gar v la de hacer cumplir lo juzgado. Afirmar que el principio de división
de Poderes se opone a que la ejecución de las sentencias se realice por
los propios órganos jurisdiccionales, es tan absurdo como lo fue afirmar
en la primera fase de la evolución de lo contenr.ioso-administrativo que
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aquel principio impedía 6ometer el conocimiento de los aBuntos adminis-
trativos a órganos del Poder judicial. De aquí, lo elogiable del precepto
contenido en el artículo 90 del Código de Santa Fé, completado con el
artículo 92, que dispone que, «en caso de incumplimiento de las obliga-
ciones impuestas, procederá la ejecución de la sentencia por la vía de
apremio, debiendo observarse el trámite prescrito para ese juicio en el
Código procesal civil. No podrá llevarse a cabo ejecución sobre bienes
afectados a] uso público o a un servicio público, ni sobre las contribu-
ciones fiscales afectadas por ley a servicios públicos», inciso este último
que debería haberse redactado precisando más restringidamente los bie-
nes no susceptibles dé ejecución. Sin embargo, uno de los preceptos del
nuevo Código que no es del todo acertado —aun cuando se inspire en las
legislaciones francesa e italiana— es el del artículo 94, siendo más acer-
tada la regulación española en este punto concreto, al estimar que con-
tra el acto contrario a la sentencia firme no es necesario interponer un
nuevo «recurso», sino que basta pedir su anulación al órgano que dictó
la sentencia, en ejecución de la misma.

He aquí un resumen de los principios fundamentales de este Código
de Santa Fe, respecto del que creo conveniente hacer dos observaciones
generales: una, que quizás no hubiera sido preciso una regulación tan
detallada de algunos aspectos, y habría bastado con recoger las especia-
lidades del proceso administrativo, con una norma declarando supleto-
ria la legislación procesal civil; otra, que la designación de «Código»
le viene muy ancha a una ley que «e limita a regular una jurisdicción
especial (7).

JESÚS GONZÁLEZ PÉREZ

(7) Acerca del mismo ha hecho unas interesantísimas observaciones. BIELSA, en El
juicio contencioso-administrativo en el Código de Santa Fé, a «La Ley», Buenos Aires,
número de 13 de mayo de 1952. Refiriéndose a la confusión que, en ocasiones, pro-
duce la influencia de la doctrina extranjera, afirma: «El código de lo contencioso-
administrativo de Santa Fé ha evitado esas confusiones, y ha respetado preceptos que
podemos llamar de política jurídica, en el concepto de Kohler, conformando sus dis-
posiciones a nuestro sistema constitucional, que a pesar de las recientes reformas man-
tiene su estructura casi secular. En efecto, el código ha reglado las instituciones esen-
ríales, dentro del ordenamiento general de nuestro sistema, constrnidas de acuerdo con
nuestra mentalidad jurídica, es decir, a tono con el estado de espíritu o conciencia de
la legalidad sobre lo fundamental del derecho y del sentido constitucional, que varia
según los pueblos y sus tradiciones jurídicas y según las época?, si los factores cir-
cunstanciales obran en ellas.»

363





II.-NOTICIA DE LIBROS

ACADEMIA DE CIENCIAS MORALES Y PO-
IJTICAS : Conmemoración del primer
Centenario de Don Juan Bravo Mu-
tillo. En «(Anales de la Academia»,
núm. 3 del afto IV. Madrid, 1952.
Págs. 311 a 398.

En este año se cumplen los cien de la
publicación del Decreto de 18 de ju-
nio de 18S2, por el que BRAVO MURILLO
dictó un verdadero Estatuto de los fun-
cionarios públicos. Este hecbo ha dado
motivo para que la primera parte de los
«Estadios dedicados al profesor GASCÓN
Y MARÍN» esté dedicada a estudiar mo-
nográficamente los elementos personales
de la Administración pública, aprove-
chando la ocasión de conmemorar las
bodas de oro con la cátedra del profesor
Gascón para hacerlo asimismo de aquel
acontecimiento legislativo de hace un
siglo.

La Academia de Ciencias Morales y
Políticas también ha querido conmemo-
rar el hecho, y ha tenido el acierto de
dedicar el cuaderno tercero (año IVi de
sus 'Anales a la figura de don Juan BRA-
VO MUBILLO. El propósito ha sido, como
dice don Nicolás PÉREZ SERRANO —en el
trabajo del mismo—, «revivir la figura,
quizás independiente y borrosa, de un
gobernante probo y eficaz, que en me-
dio de ambiente tan apasionado logró
realizar obra que aún perdura; de un
hombre que, sin traicionar sus convic-
ciones ni doblegarse ante proiones o
desvíos, supo mantener con plena dig-
nidad los fueros de la potestad civil, po-
ner orden en una Administración des-
barajnst'ida, acometer empresas de inte-
rés pul 'ico, ¿e que r.ún nos servimos, y

dejar huella fecunda de su paso por el
Poder, asi en el mundo financiero como
en el ámbito concordatario, y lo mismo
en lo legislativo que en lo burocrático, si-
quiera no alcanzase en lo estrictamente
político éxitos tan felices y durables»
(pág. 312).

En el volumen se contienen dos tip»¿
de trabajos: uno, de carácter general;
oíros tres, más específicos.

El primero se debe a la pluma ágil y
brillante de don Nicolás PÉREZ SEKBANO,
ofreciéndonos una semblanza del políti-
co magislraluiente expuesta. Con un tac-
to extraordinario para entresacar los
aspectos fundamentales, después de hacer
una comparación de BRAVO MUBILLO con
DONOSO, nos ofrece unos datos biográ-
ficos, para estudiar más tarde su tem-
peramento y la reforma política proyec-
tada. Dos apartados que llevan por titu-
lo «Justificación de algunas medidas un
siglo después» y «Bravo Murillo, pre-
cursor», cierran este interesante trabajo.

Los otros tres trabajos son de don José
GASCÓN Y MABÍN —que lleva por título
Bravo Murillo y el Canal de Isabel II—,
don Luis JORDA-NA DE POZAS -~qu« lleva
por título Bravo Murillo y los funcio-
narios públicos— y don José LABRAZ
—íobre Bravo Murillo, hacetidista—, A
lo largo de ellos, se van exponiendo los
rasgos fundamentales del pensamiento
y la obra de don Juan BRAVO MURILLO,
desde el concreto punto de viíta elegi-
do. Para terminar, podemos recordar las
palabras con que cierra don Luis JOBDÍ-
NA DE POZAS fU trabajo: «Como ROBSON
al ocuparse del Civil Service, británico,
podemos decir: hace un siglo, los fuji'
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cionario» eran incompetentes, ignoran-
tes y, frecuentemente, inmorales. Hoy,
por lo general, =on eficaces, bien pre-
parados y con una alta integridad. ¿Cómo
se ha producido esta transformación? En
E-paña, con toda justicia, habría que
contestar: ante todo, gracias a la obra
de don Juan Bravo Morillo.n

J. G. V.

BOUI.OUIS, Jean ; Essai sur la Politiquc
des subventions administratives, en
«Cahiers de la Fondation Nationale
des Sciences Politiques». Librairie
Armand Colín, Parts, 1951.

Como dice el profesor .ROI.IA.ND en MI
prefacio a esta obra, el nutor ha venido
a estudiar una materia algo abandonarla
por la doctrina. La tesis fundamental
de la obra se formula ya en las páginas
que constituyen la introducción. Comien-
za por sentar que el poder financiero y
la autonomía económica son hoy dia
atributos importantísimos de la persona-
lidad. Ahora bien, es justamente esta
independencia financiera la que en nues-
tros días se ve limitada con la llamada
política de las subvenciones económicas.

No obstante la imprecisión terminoló-
gica de los presupuestos,, pueden distin-
guirse los siguientes tipos de subvencio-
nes: las subvenciones económicas, o su-
mas de dinero otorgadas a particulares
o empresa' con la finalidad de influir en
la coyuntura económica (debiendo in-
cluirse en este grupo las llamadas pri-
mas de fomento y las subvenciones com-
pensadoras de precios); las subvenciones
públicas, o ayuda financiera concedida
por entidades publicas a personas priva-
das, en razón del interés general del fin
que éstas persiguen (por ejemplo, sub-
venciones a empresas de transportes, fe-
rrocarriles, etc.), y subvenciones admi-
tistrativas, entendiendo por tales la su-
ma de dinero que una colectividad pú-
blica superior, generalmente el Estado,
otorga a una entidad pública inferior
para permitirle atender al cargo de los
servicios públicos cuya gestión asume.

El libro que comentamos está dedica-
do al estudio del último grupo antes ci-
tado,- es decir, a subvenciones adminis-
trativas. A este respecto, se ha de señalar
qne desde la segunda mitad del siglo xix
las subvenciones se han convertido en el
elemento mus importante de las finan-
xas locales.

Todo esto da lugar a dos tendencias:
una, inspirada en consideraciones de
tipo técnico y administrativo, que em-
puja irresistiblemente hacia la centrali-
zación, mientras que la otra, inspirada
en las nociones clásicas de libertad y de-
mocracia, resiste con energía a la pri-
mera.

Desde el punto de vista administra-
tivo, el problema fundamental consiste
en la dificultad planteada por la nece-
sidad de un reparto de las cargas entre
las diversas colectividades públicas. Des-
de el punto de vista financiero, la formu-
lación del problema responde a la nece-
sidad ineludible de que a todo gasto
público debe corresponder nn ingreso.
Hay, pues, que proceder a un reparto
de las fuentes de ingresos, considerado
como un todo al que las diferentes en-
tidades públicas acuden en concurrencia.

Lo cierto es que el sentido de estos
problemas se ha transformado lentamen-
te, por cuanto la noción clásica de servi-
cios públicos ha saltado sobre sus limi-
tes tradicionales. Para realizar su poli-
tica económica y social, el Estado ha
tenido que hacerse cargo de la mayor
parte de la renta nacional. Así, pues, no
es difícil descubrir un proceso que nos
acerca al ejemplo soviético, recordado
por GACHKEL, donde los presupuestos de
las entidades locales están absolutamen-
te integrados en el presupuesto general
de la Unión Soviética. Nuestras estruc-
turas, y con independencia de toda ideo-
logia, dice con cierto pesimismo el autor,
se aproximan a un tal sistema.

A continuación de la introducción, el
libro dedica una primera parte al des-
arrollo histórico de la política de sub-
venciones, tomando por objeto de estu-
dio la evolución de tres países estructu-
ralmente distintos: Francia, Inglaterra
y Suiza.

La segunda parte del libro está dedi-
cada al problema administrativo de la
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política de subvenciones administrativas.
Siendo este problema fundamentalmente
un problema de reparto de las fuentes
de ingresos públicos, todo estará en es-
tablecer claramente el limite de separa-
ción entre los servicios públicos nacio-
nales y los locales. Esto, que parece tan
claro, es sumamente complicado si te-
nemos en cuenta que, aparte ciertos
servicios cuya catalogación es evidente,
la mayor parte de ellos aparecen hoy
como inclasificables. La cuestión «e com-
plica si tenemos en cuenta que por una
serie de exigencias técnicas se puede dar
lugar a una especie de colaboración de
las entidades centrales y locales en la
gestión de sus respectivos servicios. Asi,
por ejemplo, las colectividades locales
pueden gestionar servicios mixtos o na-
cionales por razón de su proximidad a
los beneficiarios. Por otra parte, la co-
laboración puede producirse por una in-
tervención de las autoridades centrales
en los dominios propios de las locales,
inspirándose en una idea expuesta por
primera vez por SIDNEY WEBB: la del
mínimum nacional del servicio público;
noción que tiene su origen en la idea
de solidaridad.

Es interesante el capitulo que dedica
el autor a estudiar la clasificación admi-
nistrativa de las subvenciones. Respon-
de esta clasificación a nn doble punto
de vista, jurídico y técnico. Desde el
punto de vista jurídico, tres distincio-
nes pueden establecerse: subvenciones
unilaterales y convencionales; subven-
ciones obligatorias y facultativas; sub-
venciones condicionales e incondiciona-
le«. Desde el punto de vista técnico, cabo
distinguir: subvenciones generales y es-
peciales; subvenciones de instalación y
de fnncionamiento.

De todo esto, el autor concluye qui-
la subvención propiamente dicha es la
especial, que reúne las características si.
guientes: primero, es una suma de di-,
ñero; segundo, tiene carácter condicio-
nal; tercero, es nn fondo especial, por
cnanto se afecta a una finalidad deter.
minada.

Dedica a continuación el autor un es-
Indio, de acuerdo con el Derecho posi-
tivo francés, a subvenciones que se con-
ceden :i las entidade- locales, tanto para

servicios obligatorios como para servi-
cios facultativos.

A continuación se estudian las reper-
cusiones que el régimen de subvenciones
supone a favor de un intervencionismo
cada vez mayor del poder central en la
Administración local, el cual se traduce
en una serie de medios de coacción di-
rectos e indirectos del primero sobre la
segunda.

La tercera parte del estudio se dedi-
ca al problema financiero de las sub-
venciones, o, lo que es lo mismo, a 1,1
cuestión del reparto de las fuentes de in-
greso, teniendo en cuenta que la sub-
vención puede ser un procedimiento
para conseguirlo. Interesante en este
sentido es el estudio que se dedica a la
noción de perecuación de los ingresos,
que no ce sino una consecuencia de la
idea de solidaridad.

Como conclusión a su tercera parte
del libro, el autor afirma que «la in-
dependencia financiera es irrealizable. Es
probable la reincorporación de los pre-
supuestos locales al régimen. En este
sentido, la subvención no es sino una
institución de transición».

F. GARRIDO FALLA

MALI.OI. GARCÍA, José : Aspectos de la
responsabilidad en la esfera de !a
Administración Local. Estudio preli-
minar de Juan Ignacio Bermejo Gi-
rones. Madrid, 1952. Páginas 203.

Uno de los aciertos de nuestra Ley do
Régimen local vigente ha sido lu regu-
lación de la responsabilidad de la Ad-
ministración. Las innovaciones introdu-
cidas respecto de la normativa anterior
son dignas de clocio. Como lia dicho
Segismundo ROYO-VILLANOVA, la nueva
ley, por primera vez en España, ha-r^
guiado con detalle la discutida cuestión
de la responsabilidad extracontrartual
de la Administración. Por ello tenía »'T-
traordinario interés ofrecer un resumen
de los problemas planteados por la nue-
va legislación.

Y esto es lo que ha pretendido MM.I.OI.
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GARCÍA, el cual —como dice BERMEJO
en su estadio preliminar— «figura entre
los jóvenes municipalistas que han con-
tribuido a destacar el instituto de la res-
ponspbilidad de la Administración lo-
cal. I/a monografía que ahora lama a
la publicidad es fruto sazonado de sus
meditaciones acerca de aquellos dos epí-
grafes, principalmente, y de los proble-
mas que guardan conexión con la teoría
de In responsabilidad, una de las mus
difíciles «ine se pueden presentar, en
frase de GIFIODI» (pág. XXV).

Se estudia la responsabilidad en To-
dos los aspectos, a través de veintidós
capítulos, en los que se ha sabido reco-
ger IR doctrina jurisprudencial adecuada
a rada caso, dando a la obra un interés
práctico indudable para todos aquellos
que de uno u otro modo tengan algo que
ver con la responsabilidad de las enti-
dades locales, y, sobro todo, para los
profesionales, que tendrán en la mono-
grafía de MALT-OI. un instrumento de
fabajo muy valioso. Pero los principales
destinatarios de la obra son los Gestores
y funcionarios de la Administración. Co-
mo señala el autor en el nróloRO se ha
creído conveniente «que la divulgación
de su contenido sirva en ocasiones a los
rectores de la vida local, debidamente
informados de que su gestión no sólo ba
de inspirarse en la justicia y buen go-
bierno. sino que ha de someterse a la
preceptiva legal y reglamentaría, siem-
pre que se halle prevista. Y también de-
seamos proporcionar a los funcionarios
locales un memorándum, de esta impor-
tante materia, y una rnía a los particu-
lares que se crean perjudicados a sus in-
tereses por el defectuoso funcionamien-
to de IOF servicios públicos, por acner-
dos ilegales o por los que. aun no sién-
dolo, les irroguen perjuicios y daños».

Y no puede negarse qne estos objeti-
vos propuesto? han sido logrados por la
obra de que damos notici*.

No queremos terminar sin nacer cons-
tar el marnífico estudio preliminar de
RERMKJO GIRONES »obre la problemá-
tica de la responsabilidad, que encabeza
la obra.

J. G. P.

MARQUÉS y CABO, Luis : La Tabla de
cambín v enmunes depósitos de la
ciudad de Gerona. (Una institución
municipal de carácter económico).
Madrid. Instituto de Estudios de Ad-
ministración Local, 1952, 118 págs.

ración de obras como ésta, en las que
se exhuma el rico patrimonio histórico-

Constituye indudable acierto la publi-
paleográfico de nuestros Municipios, y
aparece muy oportunamente la del señor
MARQUÉS Y CARBÓ para destacar la am-
plia actividad que lian venido desarro-
llando las Entidades locales españolas en
el orden económico, cuyas múltiples fa-
cetas de estudio alcanzan máxima actua-
lidad por el acuciaraiento de los magnos
y complejos problemas que el mundo de
nuestros días presente.

Cuando hoy nos enfrentamos con las
modernas postulaciones en torno al «Mu-
nicipio-Empresa» y revisamos la propa-
ganda norteamericana de las municipa-
lizaciones, bajo rótulos de «industrialis-
mo municipal» o «emunicipalismo comer-
cial», resulta curioso advertir cómo des-
de los inicios del siglo xiv se perfilaron
en las ciudades de Europa occidental se-
mejantes modalidades mercantiles.

Entre los establecimientos públicos de
cambio y depósito de monedas genera-
lizados en Cataluña, descuella la «Tabla
de Cambio y Comunes depósitos» de Ge-
rona, institución qoe data de 1443, se
extingue en el siglo xvm y hubo de ins-
pirarse en la que, también con carácter
municipal, existía en Barcelona desde
1401 para custodiar, sin premio, los cau-
dales de comunidades y particulares.

Una «Junta de Tañías, compuesta de
14 miembros —S Jurados y ° adjuntos,
elegidos de entre las tres manos o cla-
ses de habitantes— entendía de todos los
negocios, con arreglo a sabias «Ordina-
ciones» y subordinada a la dirección del
Consejo general de la ciudad.

Con el doble fin de ofrecer seguridad
a los intereses de los ciudadanos y pro-
porcionar utilidad al Municipio, la Ta-
bla guardaba el dinero que los particu-
lares, Corporaciones, Colegios, Univer-
sidades, etc., depositaban, y operaba con
él; custodiaba los objetos de valor; *e
hacia cargo del importe o producto de
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los precios y emolumentos de las impo-
siciones y libraba a cuenta de las mio-
mas; prestaba numerosos servicios que
favorecían el cambio y la circulación;
evitaba, en suma, los abusos y malas
prácticas monetarias mediante la apertu-
ra de cuantas corrientes y el siró de do-
cumentos crediticios.

Las vicisitudes de la guerra de Suce-
sión, que irrogó pingües dispendios al
Consejo municipal gerundense, ocasio-
naron el declive de la Tabla de cambio,
y, a pesar del tesón con que fue sosteni-
da frente al Decreto de Nueva Planta
de 1716, se hubo de cerrar por Real or-
den de Felipe V, en 1738.

El señor MARQUÉS Y CABBÓ, especial-
mente vocado a la investigación de ins-
tituciones históricas, que tanto importa
reverberar, muestra en este libro un aca-
bado estudio apoyado en fuentes direc-
tas y transcribe el fruto de su búsqueda
en un apéndice de documentos.

JL'AN'ICNAMO BERMEJO GIRONfiS

VILLALÓN IGARTÚA, Francisco Javier :
£1 concepto de jurisdicción. México.
1950, 94 págs.

Como he dicho en otra ocasión, si la
influencia de GUASP es manifiesta entre
la más joven generación procesalista es-
pañola, no menos manifiesta es la in-
fluencia de otro gran procesalista espa-
ñol en las jóvenes generaciones de ju-
ristas hispanoamericanos y, concretamen-
te, de los mejicanos. Me refiero a Nicelo
ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO, cuya obra
tan gran influjo está ejerciendo en la
doctrina del otro -lado del Atlántico.

Una muestra de esta influencia es la
obra de que hoy damos noticia, con la
que, brillantemente, el alumno VILLALÓN
ha obtenido el grado de Licenciado en
Derecho. En esta tesis se recoge la po-
sición de otro joven jurista mejicano,
MOBINEAU, en el que la influencia de
ALCALÁ-ZAMORA es evidente. Como el
mismo MORINEAU señala —y recoge V I -
LLALÓN en las págs. 54 y 55 de su obrn—,

«hay jurisdicción siempre que una auto-
ridad tiene el deber de hacer constar la
existencia o inexistencia de una relación
jurídica litigiosa en la cual no es parte
y de hacer que se cumpla por la fuerza
si es necesario. Hay litigios, en sentido
jurisdiccional, cuando una de las parteo,
generalmente el actor, deduce una pre-
tensión que afirma una divergencia fren-
te a la otra parte. Me es grato hacer
constar que el doctor Niceto ALCALÁ-
ZAMORA me convenció de la necesidad
de incluir el litigio como elemento esen-
cial del concepto de jurisdicción».

En la obra de VILLALÓN se hace una
exposición acertada de las distintas po-
siciones formuladas en torno al concepto
de jurisdicción, pnra llegar a la conclu-
sión de que ninguna de ellas son satis-
factorias, «pues predican como dato*
esenciales de la misma elementos que no
son ni privativos ni invariables de ln
jurisdicción». Resalta en la exposición
unn preocupación metódica digna de ser
elogiada, de la que es fruto el resultado
:i que se llega.

A pesar de la juventud de su autor,
creo que esta nueva monografía debe
ser tenida en cuenta en lo sucesivo al
abordar el tan delicado y discutido pro-
blema de distinguir actividad jurisdic-
cional y actividad Vdministrativa, por la
claridad de la formulación de la tesis
que se mantiene.

«El acto administrativo —se dice en
la conclusión tercera— se manifiesta in-
variablemente mediante la determina-
ción (¡e la existencia o inexistencia de
una relación jurídica en la cual el fun-
cionario estatal que hace la determina-
ción es parte y está facultado para exi-
gir, en su caso, aun por la fuerza si es
necesario," el cumplimiento del deber
resultante de tal relación.»

«Por el contrario —dice en la conclu-
sión cuarta—, la jurisdicción es la acti-
vidad estatal encaminada a determinar
la existencia o inexistencia de una rela-
ción jurídica en la cual la autoridad que
hace esta constatación no es parte, y
está facultada para exigir en su caso, por
la fuerza si es preciso, el cumplimiento
del deber correspondiente a tal relación.
A la determinación de la existencia o
inexistencia de la relación jurídica antes
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mencionada, la autoridad que la efec- primera publicación, y desearle lodo el
lúa está obligada en virtud de un deber éxito que merece en sus futuros estu-
que le impone una relación jurídica dios de Derecho procesal, a fin de que
adjetiva en la cnal dicha autoridad sí es contribuyan a engrandecer la ciencia
parte.» procesal de los pueblos hispánicos en

Y, fijado el concepto de jurisdicción, esta linea de superación que se observa
•eñala la existencia de dos clases: una últimamente y que no dudamos nos co-
contenciosa y otra voluntaria, conside- locará a la cabeza de los estudios proce-
rando a esta última como jurisdicción, tales. Entonces habrá llegada, no el
lo que es discutible, aun cuando re- «turno de España» qne deseaba CAHNE-
cientemente, tanto en España como en m m en el prólogo de la edición espa-
Méjico, ha encontrado ardientes defen- ñola de su» Instituciones de Derecho
sores. procesal civil, sino el turno de loe pue-

Sólo no« queda felicitar a Francisco blos hispánicos.
Javier VILLALÓN ICABTÚA por esta sa J. G. P.
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Anuario de Derecho Civil

Tomo V, fase. II. 1952.
JESÚS RUBIO : Derecho marítimo y De-

recho aéreo. (Notas sobre la autonu-
mía de las ramas jurídicas). Pági-
nas 552 a 578.

Después de examinar, con criterio
exacto y preciso, las características de
los Derechos marítimo y aéreo, señalan-
do sus relaciones con el Derecho mer-
cantil, se plantea Jesús RUBIO nn inte-
resantísimo problema, sobre todo en
este momento, en que tantas ramas ju-
rídicas pretenden la autonomía; este pro-
blema es el siguiente: «¿Cuáles son la?
características de un Derecho para que
pueda predicarse como autónomo?» (pá-
gina 570). A enturbiar las respuesta»,
añade, ha contribuido, junto con preocu-
paciones de la más diversa índole, la
ausencia de u mínimo de precisión en
el término. Y al estudiar el problema,
distingue cuatro grados en la autono-
mía : la autonomía legal, la jurisdiccio-
nal, la científica y la didáctica, estiman-
do que ninguno es decisivo.

A continuación señala una última po-
sición, aquella que apoya la naturaleza
autonómica de una rama especial de De-
recho en la existencia de principios ge-
nerales propios, que también considera
insuficiente. Después de esto, se pregun-
ta : «¿Habremos, pues, de concluir en
la imposibilidad de definir como autó-
noma una rama del Derecho general?»
Y contesta: «Entendiendo la autonomía
en su sentido tradicional, asi es, sin du-
da. Pero ello no obsta a la existencia

de Derechos especiales, a que éstos se
delineen con mayor o menor fuerza y
extensión respecto del general, subra-
yando sus características excepcionales;
a que tales características sean más o me-
nos rigorosas; a que su estudio requiera
particular atención al margen del Dere-
cho general» (pág. 576).

Por último, termina resaltando la ten-
dencia moderna que tiende a agrupar las
normas por razón del objeto, y afirma
que, sin embargo, al estudiar y aplicar las
normas «pesará más la cualidad especí-
fica de cada tipo de normas que el he-
cho de que todas se refieran a un mismo
objeto (v.-gr., a la circulación por ca-
rretera)» (pág. 578).

.1. G. P.

Revisto Crítica de Derecho Inmobiliario

Año XXVIII, núm. 292, diciembre de
1952.

]. GONZÁLEZ PÉREZ : La notificación de
los actos administrativos relativos al
impuesto de derechos reales. Páginas
635 a 660.

A veces la doctrina administrativa
considera la notificación como un sim-
ple requisito del acto notificado; no
obstante, el autor prefiere considerarla
como un acto independiente que pone
en conocimiento de las personas a las
que afecta un acto administrativo an-
terior.
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A partir del concepto anterior, estudia
los requisitos de la notificación adminis-
trativa. En primer lagar, es la condi-
ción para que se produzcan los efectos
del acto notificado; en segundo lugar,
puede discutirse si existe un derecho a
la notificación; finalmente, la notifica-
ción consiste a veces en una intimación
al particular para que realice una de-
terminada conducta.

Por lo que se refiere al impuesto de
derechos reales, y a efectos del proble-
ma de la notificación, se refiere el autot
concretamente a dos: los actos que
aprueban la comprobación del valor y
la liquidación. Unos y otros deberán no-
tificarse con independencia.

Examina el autor a continuación lo.s
requisitos subjetivos (quién debe hacer
la notificación y a quién debe ser he-
cha), objetivo» (en relación con el con-
tenido de la notificación para que se
tenga por válidamente realizada) y de la
actividad (relativos al lugar, tiempo y
forma de la notificación). Finalmente, se
estudian los efectos normales de la no-
tificación y lo* que produce la defec-
tuosa, haciéndose un examen de la ju-
risprudencia relativa a esta materia y
resumiéndola criticamente en el sentido
de que «la doctrina según la cual, cuan-
do el interesado manifiesta estar ente-
rado del acuerdo que debiera ser notifi-
cado, éste produce sus efectos no es
admisible en los supuestos concretos en
que el interesado cumple lo acordado o
revela su intención de cnmplirln, como
cuando hace el pago o pide el aplaza-
miento del pago..., pero en los demás
casos sólo ha de entenderse notificado
cuando interpone los recursos proce-
dentes».

Ano XXVIII, núm. 293, octubre 1852.

J. GONZALEZ PÉREZ : Ideas generales
sobre lo contencioso-administrativo.
Páginas 705 a 735.

En el presente trabajo, de gran inte-
rés teórico para administrativistas y
procesalistas, se plantea el problema fun-

damental del concepto y naturaleza leí
proceso administrativo.

Se hace un breve, pero riguroso aná-
lisis de las principales corrientes que se
han pronunciado acerca de la sustantivi-
dad del concepto de proceso frente al
de procedimiento. Llega asi a la con-
clusión del carácter de proceso que tie-
ne lo contencioso-administrativo.

A continuación intenta explicar la se-
gunda nota esencial del contencioso-
administrativo : se trata de un proceso
especial, ya que su conocimiento no co-
rresponde a la jurisdicción ordinaria,
sino a una jurisdicción especial.

Son muy interesantes las conclusiones
a que llega el autor con base al estadio
que antecede. Propugna una teoría gene-
ral del proceso, dada la unidad sustan-
cial que trasciende a sus diversas ma-
nifestaciones concretas y, consiguiente-
mente, propugna también un estudio in-
dependiente, inspirado en métodos pro-
cesalistas del proceso contencioso-admi-
nistrativo, que debe ser materia a sepa-
rar de la competencia de los profesores
de Derecho administrativo.

Cualquiera que sea la postura que fte
adopte frente a la tesis de GONZÁLEZ PÉ-
REZ, quizá demasiado influida por la ar-
tificiosa y vacía dogmática de los pro-
cesalistas modernos, es lo cierto que re-
presenta un indispensable elemento de
juicio para cualquier discnñón que se
plantee en esta materia.

F. G. F.

Revisto de Deiecho Mercantil

Vol. XIV, núm. 40, 195"».
MASCAREÑAS : Tipos de delitos contra

la propiedad industrial. Págs. 73
a 93.

Muchos son los trabajos monográficos
dedicados al abandonado tema de la pro-
piedad industrial que nos ha ofrecido
MASCAHEÑAS. En el presente número de
la «Revista de Derecho Mercantil» estu-
dia los tipos de delito contra la propie-
dad industrial, que agrupa en los si-
guientes apartados:
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A.) Falsificación, estudiando el ar-
ticnlo 133 de la Ley de 16 de mayo
de 1902 y el 280 del Código penal.

B) Usurpación, afirmando que en es-
tos casos bastará la simple apropiación,
siendo irrelevante: que no se haya lle-
gado a causar perjuicio y que se haya
llegado a producir confusión.

C) Imitación, b.istando también en
este caso, según el autor, el uso de'sig-
nos distintivos, de forma que sin ser
idénticos 3 loi, del titular, puedan ser
considerados como los auténticos, pero
no creyendo necesario, como en el su-
puesto anterior, el perjuicio y la con-
fusión.

D) Competencia ilícita, estudiando
los distintos actos de competencia ilícita.

E) Supresión de marca, aGrmando
que tampoco en este caso se exige que
se haya causado perjuicio (art. 136, nú-
mero 4, Ley de 1902; art. 281, Código
penal).

F) Otras infracciones, donde se in-
rluyen aquellas infracciones que JIMÉ-
NEZ ASEN JO (en su reciente Manual de
Derecho penal especial) agrupa en el
apartado denominado cuati-usurpación.
Tales infracciones son: uso de la ex-
presión «registrado» sin estarlo, aplica-
ción de una marca registrada a otros pro-
ductos diferentes de aquellos para que
fue registrada, uso de marcas prohibidas
y uso de marcas sin registrar.

J. G. P.

Revisto general de Derecho

Año IX, núms. 96 y 97 (sept. y oct. de
1952).

FUENTES CARSI : La acción reivindica-
toría en materia de propiedad indus-
trial. Págs. 434 a 438, y 486 a 492.

El Ayundante de la cátedra de Dere-
cho procesal de la Universidad de Valen-
cia nos ofrece en estos dos números de
la «Revista General de Derecho» un in-
teresante estudio de los problemas que
plantea la acción reivindicatoría a que

se refiere el articulo 13 del Estatuto so-
bre propiedad industrial, en relación con
sus concordantes, sin olvidar la doctri-
na jurisprudencial recaída sobre la ma-
teria, de la que sabe entresacar las re-
soluciones más característica».

«El articulo 13 —señala en la pági-
na 435—, al conceder al titular de una
modalidad registrable no registrada la
acción reivindicatoría contra el usurpa-
dor que intenta consumar el despojo a
través del Registro, reconoce que, en
forma idéntica a lo que ocurre en el
campo del Derecho civil, se da en el de
la propiedad industrial colisiones entre
la propidad adquirida originariamente
—no registrada— y la usurpación que in-
tenta amparar su fraude mediante su
inscripción en el Registro, como si éste,
al igual que el de la propiedad inmobi-
liaria, pudiese constituir la propiedad,
convalidado, por el solo hecho de la
intabulación, actos nulos de raíz.»

Después de examinar los supuestos a
que puede aplicarse el -citado precepto,
FUENTES estudia el proceso que puede
uriginur aquella acción, en los siguien-
tes apartados: Tribunal competente,
procedimiento, medidas cautelares, legi-
timación activa y pasiva, y efectos de
la sentencia.

Año IX, núm. 98, noviembre de 1952.
FUENTES CARSI : Notas sobre la natu-

raleza jurídica de la acción de nuli-
dad de registro y efectos de la sen-
tencia en materia de propiedad in-
dustrial. Págs. 569 a 576.

La acción de nulidad de registro en
materia de propiedad industrial es «una
acción declarativa que despliega contra
todos sus efectos a través de una nota
cancelatoria en el Registro». Así se con-
figura la naturaleza jurídica de esta ac-
ción (pág. 572), por lo que se estima
«superfina la forma de redactar ciertos
suplicos donde se solicita se declare la
nulidad de un registro determinado y se
condene al demandado a estar y pasar
por tal declaración». ,

Al estudiar loe efectos que respecto de
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terceros puede desplegar la sentencia, se
distinguen dos supuestos: cuando la de-
manda no prospera (en cuya cosa la
sentencia sólo produce efectos ínter par-
tes) y cuando prospera: en este caso oel
carácter eminentemente declarativo de la
acción de nulidad, afectaría a terceros, no
en el sentido de tener que acatar una re
solución vinculaloria procesalmente tan
sólo para los sujetos intervinientes, sino
por constituir la sentencia el antecedente
de una nota cancelatoria en un Registro
público, que vendría a extinguir un de-
recho de carácter absoluto para la so-
ciedad en general».

A continuación se cstndia la relación
de la sentencia decidiendo la pretensión
de nulidad con procesos penales, pen-
dientes o fenecidos, por usurpación o fal-
sificación, para terminar ocupándose de
la situación del seudoiiíurpador, cuya
causa fue sobreseída o sentenciada abso-
lutoriamente, como consecuencia de la
declaración de nulidad de un registro cu-
ya usurpación motivó la formación de
aquélla, y de la posibilidad de pedir da-
ños y perjuicios a la persona que se que-
relló tomando romo base un registro de-
clarado nulo.

J. G. P.

Revisto de Estudios de la Vida Local

Año XI. nútn. 61, enero-febrero 1952

(ÍONZALEZ PÉREZ, Jesús : El articulo 20
del Reglamento de Procedimiento
económico-administrativo. Págs. 3
a 18.

El principio «dispositivo» no corres-
ponde exclusivamente al proceso civil,
puesto que también se observa en el ad-
ministrativo, y el principio «inquisiti-
vo» o de oficialidad informa asimismo
este último procedimiento, aunque lo
normal es que no se den aisladamente
uno y otro principios, sin negar que pre-
domine uno de ellos.

Entre los problema? de interpretación

que suscita el artículo 20 del Reglamen-
to de Procedimiento económico-admi-
nistrativo, conviene deslindar los que
afectan al planteamiento de las cuestio-
nes —alegación de hechos y normas— y
los relativos a la aportación de pruebas,
recogidos estos últimos por otro6 precep-
tos del Reglamento.

La plenitud jurisdiccional no ha de
entenderse en sentido omnímodo. Para
que el órgano decisorio pueda hacer una
de sus facultades es necesario:

u) Por lo que afecta al sujeto, que
el órgano tenga competencia para cono-
cer y resolver la cuestión;

b) En cuanto al objeto, que la cues-
tión esté dentro de los límites objetivos
que señala la Ley al procedimiento;

c) Respecto a la actividad, que pre-
viamente el interesado haya deducido en
tiempo oportuno reclamación económico-
administrativa.

Se analiza la competencia como ele-
mento esencial del acto administrativo y
como requisito n presupuesto subjetivo,
en contraste con las definiciones de CAS-
TAÑO y BERMEJO GIRONES, para sostener,
de acuerdo con ambas y con la jurispru-
dencia, que, por ser aquélla de Derecho
público, corresponde al organismo al
que la Ley se la atribuye, pero no a
otro alguno. En orden al artículo 20 del
Reglamento invocado, la competencia
entraña el primer requisito para que la
jurisdicción económico - administrativa
pueda conocer y resolver una cuestión,
planteada o no por el reclamante; doctri-
na de especial importancia en el vigente
Derecho local, que al describir las fases
de vida de las exacciones y regular sn
impugnación, atribuye el conocimiento
de los recursos * órganos distintos, se-
gún ha subrayado S. ROYO-VILLANOVA.

El Tribunal ha de conocer de las cues-
tiones objeto de discusión y resolución,
y, dentro de ellas, de las que deriven
del asunto en examen. Podrá contemplar
otras, además de las que se le sometan,
pero no eludir ninguna de las plantea-
das por los interesados.

El señor GONZÁLEZ PÉHEZ se vale ade-
cuadamente de la bibliografía y de la
jurisprudencia en torno al tema, y se
acredita, una vez más, como destacado
procesa lista.
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Afto'XI, núm. 62, marzo-abril 1952.

TRÍAS, Carlos : Notas de un estudio.
Pags. 161 a 172.

La revolución demográfica iniciada a
finales del siglo xvín y el crecimiento
de las ciudades fueron las causas deter-
minantes del proceso «supersónico» de
expansión urbana que te advierte en los
Estados Unidos. Para evitar la desvalo-
rización de terrenos y hacer frente a los
problemas sanitarios, higiénicos, peda-
gógicos y sociales, se dictaron, a partir
de 1920, varias leyes y ordenanzas de
ciudades y condados que. sin menosca-
bo del respeto a la propiedad particular,
vienen regulando, bajo el dictado gené-
rico de Zonningy la zonificación y la par-
celación respecto al uso de terrenos, al-
tara de edificios, superficie de patios in-
teriores y exteriores, instalación de «ervi-
vicios públicos, superficies mínimas en
relación con los presuntos ocupantes, ex-
tensión de la línea de fachada, porcen-
taje de ocupación del terreno. .

La Suprema Corte de la Nación ha am-
parado los principios jurídicos de la or-
denación urbanística y de la política del
.-uelo, divulgados por de-tacados profe-
sores, como FISHER, BISHOP y SECOE,
quienes ponen de relive, al través de la
última década, la descripción del plan
general de la ciudad o Master Plan, e
insisten en que todo trabajo gubernamen-
tal debe ser planeado antes de que la
necesidad lo haga apremiante.

y GARCÍA JINCO, Leopoldo :
Suspensión de acuerdos. Págs. 174
a 188.

Se estudia en este interesante artículo
el problema de lu suspensión de acuer-
dos por los Presidentes de las Corpora-
ciones y por los Gobernadores civiles,
con atinadas observaciones relativas a la
interpretación de los diversos artículos
de la Ley de Régimen local y de los
que regulaban semejantes facultades en
la Ley de 1877, Estatuto de 1924, Ley
de 1935 y Ley para Municipios adoptados

de 1940, así como de las oportunas con-
sideraciones jurisprudenciales.

Estima el señor Urquia que la obliga-
ción de los Gobernadores de suspender
los acuerdos ilegales quedaría facilitada
si en todos ellos se formulase la adver-
tencia de ilegalidad, que encomienda el
artículo 413 de la vigente Ley al Secre-
tario y al Interventor dentro de sus res-
pectivas competencias. Sin embargo, re-
conoce los escollos de ese cometido para
los aludidos funcionarios, aun reducido*,
a los términos en que actualmente se
preceptúa, después de analizarlos com-
parativamente a la luz de anteriores dis-
posiciones.

Un certero examen de las causas de
suspensión de acuerdos —infracción le-
gal, motivos de orden público, incompe-
tencia y perjuicio de los intereses gene-
rales— cierra el trabajo del señor URQUÍA.

S/INS BUICÍAS Fernando : El arbitrio
de «Plus Valía» en el contrato nor-
mal de compraventa y en los retrai -
tos legales. Págs. 189 a 205.

Con su habitual profundidad, acopio
de datos históricos, legislación y juris-
prudencia, estudia el señor SANS BUICAS
cuestiones del mayor interés en torno a
la perfección y consumación del contra-
to de compraventa de bienes inmueble?,
otorgamiento de escritura pública, ins-
cripción regisiral, declaración de nuli-
dad de. los contratos iv. compraventa de
terrenos, por rescisión y por resolución,
etcétera, asi como lo» efectos del tanteo
y del retracto; todo ello al amparo de
la Ley de Régimen local, para extraer
las adecuadas consecuencias respecto a lu
devolución o no de las cuotas por arbi-
trio do incremento de valor de los te-
rrenos.

(¡OSZÁI.KZ NIBIO, E. : Responsabilidad
Je las Entidades locales. Págs. 206
a 223.

Tras una introducción acerca de la
personalidad jurídica de las entidades

275



MKVIST* )»: IIKMHTA»

locales y sus diverses manifestaciones,
según el articulo 6.» de la Ley de Régi-
men local, se ocupa el señor GONZÁLEZ
NIETO de la responsabilidad política ante
la opinión pública, que requiere por
parte de ésta una conciencia local sus-
ceptible de valorar la labor de las Cor-
poraciones y reaccionar ponderadamente
ante ella.

En cuanto a la responsabilidad guber-
nativa, se ba de entender que no pugna
con la autonomía. Los intereses locales
precisan una inspección estatal, cuyas
medidas tutelares pueden llegar a la di-
solución de todas las Corporaciones lo-
cales e incluso a la supresión de ur>
Municipio para incorporarlo a otro li-
mítrofe, y a la extinción de Mancomuni-
dades voluntarias o de Agrupaciones for-
zosas.

El amplio reconocimiento de la res-
ponsabilidad civil en el ámbito de la
Administración local sirve al señor GON-
ZÁLEZ NIETO de arranque para discrimi-
nar las clases de dicha responsabilidad
—directa, subsidiario y especia]—, el pro-
cedimiento para hacerla efectiva y los
requisitos del daño indetnnizable.

MALLOL GARCÍA, José: Carácter de las
obligaciones mínimas de las Enti-
dades locales y acciones de los veci-
nos para conseguir su cumplimien-
to. Págs. 224 a 234.

Afecto a la corriente doctrinal de al-
gnnos profesores españoles y extranje-
ros, opina MALI.OL que las obligaciones
mínimas no son meros enunciados plató-
nicos de la Ley que puedan interpretar-
se con carácter discrecional por las Cor-
poraciones, sino que reflejan derechos
subjetivos, aunque no excluyentes, a fa-
vor de los vecinos, y el incumplimiento
de los servicios necesarios a que se en-
caminan aquéllas da lugar a la exigencia
de responsabilidades por quienes hubie-
ren sufrido daño a consecuencia de su
falta de prestación.

Con este motivo, examina la aplica-
ción del recurso administrativo de nuli-
dad, la modalidad de la responsabilidad

por inejecución del fallo, y el recurso
de queja, con acopio de bibliografía y
jurisprudencia que refuerza su certera
interpretación de 'os preceptos de la Ley
de Régimen local.

Año XI, núin. 63, mayo-junio 1952.

AI.ARCÓN MARTÍN, Manuel: París y su
régimen especial de Gobierno y Ad-
ministración local. Págs. 370 a 376.

Compara el autor los caracteres de la
capital de Francia con los de Madrid, y
describe la trayectoria de unidad cons-
tructiva seguida allí desde que el Arqui-
tecto HAUSSMAN trazó los planes de ur-
banización con miras al desarrollo de
París en el curso de dos siglos.

Aparte de la Ley de 5 de abril de 1884,
aplicable a la Administración local fran-
cesa, en términos genéricos, según los
artículos 85 a 89 de la Constitución de
1946, el departamento del Sena —forma-
do por la ciudad de París y su banlieu
o cantones suburbanos, unidos sin so-
lución de continuidad a la urbe—, reci-
be un tratamiento singular, adecuado a
las exigencias de la región parisién que
rebasa los confines de dicho departamen-
to y comprende 174 Comunas del Seine-
Oise y 19 del Seine-Marne.

Vinculadas en esta magna órbita que
se asemeja a ana provincia española, las
Administraciones municipal y departa-
mental, puede decirse que en París no
hay Maire. Sus facultades las asumen los
Prefectos del Sena y de Policía, además
de las que en las capitales de departa-
mento corresponden al Prefecto.

Los noventa miembros del Consejo mu-
nicipal son elegidos por los nueve secto-
res en que la ciudad se divide para es-
tos fines, constiuído cada uno por arron-
disements —los quartiers— de uno a cua-
tro, y veinte en total. Los Consejeros
eligen al Presidente y al Vicepresidente
del Consejo.

El Decreto de 24 de abril de 1939,
modificado por la Ordenanza núm. 45.677
de 13 de abril de 1945, determina limi-
tativamente las materias sobre las que el
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Consejo puede deliberar. La misión del
Presidente se reduce, en expresión de
WALIÑE, a presidir las sesiones, que el
Prefecto del Sena convoca; recibir y de-
volver visitas, y enviar telegramas de fe-
licitación y condolencia.

El funcionamiento del Conseil Géné.-
ral, que existe en todos los departamen-
tos, coincide en el del Sena con el del
Conseil Municipal, no sólo porque los
noventa miembros de éste son de dere-
cho Consejeros generales, sino también
porque el personal administrativo y téc-
nico de qne ambas Corporaciones se va-
len es el mismo y tiene por jefe común
al Directeur des Secretwúits des Assam-
blées.

Esta unificación de órganos y servicios
cuya esquemática distribución funcional
ofrece el señor ALARCÓN, le lleva a con-
cluir que las grandes ciudades precisan,
como es obvio, un régimen excepcional.

Año XI, nútn. 64, julio-agosto 1952.

SARTORIS/ Alberto: Necesidad de un
urbanismo humano. Págs. 489 a 503.

El profesor del «Atelier-Ecole d'Arclii-
tecture» y de Historia del Arte en Lau-
sanna, señor SABTORIS, ofrece un medi-
tado y polifacético estudio del problema
urbanístico, que abarca sus aspectos so-
ciológico, histórico, arquitectónico, cul-
tural, estadístico, técnico, teórico, científi-
co, comparativo, etc., para mantener,
frente a la tendencia de construir nú-
cleos mixtos de viviendas que aproxi-
men a ricos y menesterosos, la necesidad
de organizar las rasas fuera de aquellas
aglomeraciones desordenadas, caóticas,
en las que se enseñorea la enfermedad;
pensando que los hombres constituyen
una sola clase con distintos niveles, se-
gún sean más inteligentes o menos favo-
recidos por la suerte, pero con idéntico
derecho a ser alojados humanamente y
en ciudades humanas, no materializada?.
donde las aspiraciones espirituales se co-
ordinen con perfectos servicios prácticos.

El postulado de una ciudad ideal —alo-
jar a hombres sanos en casa? sanas— se

yergue y reacciona contra las inclinacio-
nes de constructores presurosos.

El autor examina múltiples proyectos
y planes de ordenación de diversas ciu-
dades, recogidos por funcionalistas eu-
ropeos, y dedica singular atención a los
de algunas capitales de nuestra Patria.

Ruiz DEL CASTILLO, Carlos : Una ex-
periencia de enseñanza municipalis-
ta. Págs. 504 a 509.

Como resumen del curso desarrollado
por el profestor Ruiz DEL CASTILLO en
el Instituto Social León XIII, sobre De-
recho de entidades locales, subraya el
hecho de que los temas relacionados con
dicha disciplina, que únicamente eran
objeto, hasta hace poco, de tratamiento
científico en alguna cátedra universita-
ria, hayan invadido los ámbitos de cul-
tura general y humanística; y explica
cómo palpita en las Encíclicas y Alocu-
ciones pontificias la predilección por las
inserciones naturales y benéficas de lok
hombres en las entidades infrasoberanas,
atenidas al principio de conducta polí-
tica de que lo que puede hacer el Mu-
nicipio no se encomiende al Estado, aun-
que éste se apoye en los Municipios para
cumplir su misión y organizar 6us servi-
cios.

El cuestionario que se inserta a conti-
nuación revela una ortodoxa sistemática,
en la que resplandecen los apuntados
principios y se confirma la insobornable
realidad de la vida local.

GALLEGO BL'RÍN, Alberto': La coopera-
ción provincial a los servicios mu-
nicipales. Págs. 555 a 560.

Comenta el autor la nueva institución
introducida en los artículos 255 a 258 de
la Ley de Régimen local, que permite
n las Provincias constituir, aparte de las
agrupaciones de Municipios que las inte-
gran, Agrupación forzosa o Mancomu-
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nidad voluntaria con uno, varios o to-
dos I06 Ayuntamientos de su territorio,
para realizar servicios propios de la com-
petencia municipal, pero que no pres-
ten, de hecho, los respectivos Municipio?.

Esta perspectiva, de amplio» horizones.
representa, a juicio de GALLEGO Y BUBÍ.N,
la remoción más revolucionaria tic lo*
viejos moldes de la Administración lor.al
española, y los citados preceptos, que
habrá ile desarrollar el Reglamento <le
Bienes, obras y servicios de las Entida-
des locales, son lo bastante expresivos
para que las Diputaciones provinc ia l
emprendan esa rula que se ofrece a su*
actividades, sin perjuicio de arbitrar In-
necesarios medios económicos f|ne recla-
man sos Haciendas.

GONZÁUÍZ HEKENGUEK, José Luis : La
f>rovincialfcacióti de servicios. Píígi-
mes 565 ,'i 573.

Aplicando el concepto de JOI;I>A;\A ni;
POZAS, entiende el autor que provincia-
lizar es entregar a la gestión directa d<:
la Diputación un» actividad para satis-
facer necesidades de carácter público que
no se atendían o eran subvenidas por
particulares, y desarrolla su trabajo so-
bre la doble vía de la gestión directa y
Ja necesidad pública.

Hay que arrancar de la noción de servi-
cio público para perfilar la de servicio
provinciali/.ado, aunque ambas no coin-
cidan.

La idea de servicio provincíalizado se
precisa tras la diferenciación de las de
servicio público, servicio provincial,
servicio mínimo local y establecimiento
público, con metódico análisis cañete-
riológico de cada una de ellas y atinado
entendimiento de la naturaleza jurídica
de los bienes adscritos al primero.

La incógnita de si en los servicios pro-
vincializados se da procedimiento de De-
recho público o de Derecho privado de-
berá resolverse atendiendo a la modali-
dad de provincialización adoptada y n
la clase de la prestación.

El análisis de las consecuencias que,
según la doctrina francesa, origina el pro-

cedimiento privado permite deducir que
en nuestra Ley los servicios provinciales
participan de los dos aludidos procedi-
mientos.

En suma, lo» servicios provincializa-
dos ufectan a lo» servicios públicos y a
los negocios mercantiles, pero muestran
en nuestra legislación ana clara tenden-
cia social y pueden definirse, como «aque-
llas actividades productivas, de interés
general, que, sin ser a radke de su ex-
clusiva competencia, explota por si la
Dipntarión dentro <!<• la ProvinrÍR».

Ano XI. núm. 65. septiembre-octubre
1952.

CLAVERO ARÚVALO, Manuel Franeiscu :
El recurso contencioso-administraíi-
vo objeto de leshidad. Págs. 653 a
67!.

El artículo 391 de la Ley de Régimen
local de 1950 consagra expresamente, por
vez primera en nuestra Patria, la nueva
modalidad de recurso que sirve de titulo
al trabajo, y el artículo 2.° del texto re-
fundido de la Ley de lo Contencioso do
6 de febrero de 1952 preceptuaren re-
lación con las Corporaciones locales, el
miemo recurso, que puede ser de do*
clases;

a) Subjetivo, cuando, además de la le-
sión en los intereses económico, exista
vulneración de un derecho administra-
tivo subjetivo de la Corporación; y

b) Objetivo, cuando, además de aque-
lla lesión, se produzca violación de leyes
o disposiciones administrativos que mo-
tive recurso de anulación.

Hay, pues, que distinguir el recurso
de lesividad ejercitado por la Adminis-
tración central, que será siempre «subje-
tivo», y el recurso de lesividad ejerci-
tado por las Corporaciones locales, que
podrá ser «subjetivo» y «objetivo». A6Í
resulta, por compensación, que si bien
las Corporaciones locales ven su activi-
dad fiscalizada más ampliamente que la
Administración central, porque contra
sus resoluciones cabe el recurso objeti-
vo, cuando ellas se convierten en reen-
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rrentes contra sus propias decisiones tie-
nen, al menos legalmente, medios más
amplios qne los de la Administración
central cuando recorre contra sus pro-
pios actos.

Analiza a continuación el profesor
CLAVERO ARÉVALO las principales obje-
ciones formuladas a su expresada tesis
por quienes entienden que el recurso
objetivo de lesividad ampara más los in-
tereses que los derecho? subjetivos; que
no puede existir porqne los derechos in-
tereses públicos se protegen en forma di-
recta, pero no indirecta; qne siempre
es objetivo; que nunca es objetivo, por-
que en él se ventilan derechos subjeti-
vos; y que la Administración tiene de-
rechos subjetivos a la legalidad, y por
ello el recurso contencioso de lesividad
<erá siempre subjetivo.

Entre los problemas de interés prácti-
co que han (le plantearse en la vida ju-
risdiccional y administrativa, en cuanto
empiece a utilizarse por nuestras Corpo-
raciones locales este nuevo tipo de pre-
tensión, destaca en su enjundioso estu-
dio el señor Ci-Avrao ARÉVALO los del
procedimiento, excepciones, gratuidad y
plazo.

DK JAXER, Enrique: Investigación'de
las Instituciones de Derecho admi-
nistrativo. Págs. 672 a 692.

En el Derecho administrativo positivo
<-c observa la influencia de principios,
normas y, procedimientos de ramas jurí-
dicas sustantivas que,"si originariamente
pudieron darle aspecto de puro conglo-
merado, sirvieron después a la creación
de una sistemática propia, en la que las
instituciones reclaman la colaboración
del hombre de ciencia y del práctico, a
la manera que indica SPIECEI.

Entiende el señor JANER <jue el prac-
tico suele conocer a priori la razón de
ser del texto, porque ha de desentrañar
>u antecedente para acomodarlo en la
cadena sucesiva del Derecho administra-
tivo; por lo que esc apremio que com-
parten el técnico y el profesional rs la

base de su colaboración en el proceso
elaborador de dicha disciplina, cuya in-
vestigación sólo es posible a posteriori,
no sólo por la viveza del desarrollo de
la misma, que irrumpe en la vida priva-
da de los ciudadanos desde su nacimien-
to hasta su muerte, sino porque la ma-
durez de su comprensión se logra al
analizar la aplicación repetida de los pre-
ceptos.

La distinción del Derecho constitucio-
nal y del administrativo, derivada de los
conceptos de STEiN.y BRUNIALTI; la re-
lación entre el Estado e individuo, pro-
yectada sobre la de los derechos subje-
tivos y los preceptos jurídico-admimstra-
tivos de MERKI. y J B E , llevan al autor
.1 ver el fundamento del moderno Dere-
cho administrativo y «1 punto de parti-
da de su ciencia en una nivelación de
principios de los que nacen obligaciones
y deberes o acciones mutuas entre la Ad-
ministración y el particular.

La experiencia histórica tiene poco va-
lor para el señor JANEB, y por ello pro-
pugna el prcvalcciraiento de la técnica
como método de investigación. El cono-
cimiento jurídico científico poco ha de
tomar de aquella experiencia, como no
se reñera al Derecho comparado, y úni-
camente ha de atenerse al Derecho po-
sitivo en sus vertientes política y jurídica.

La formación de ese Derecho; la pon-
deración de los elementos discrecional y
autónomo dentro del mismo; el orden
jerárquico de los preceptos —desde la
Constitución husta las instrucciones, sin
olvidar la costumbre—, permitirán ope-
rar al jurista, que se distingue del prác-
tico, mano.seador de repertorios o colec-
cionador de fichas, según CAETANO, por
su aptitud para utilizar los instrumentos
propios del trabajo intelectual.

La analogía y los principios generales
del Derecho, aplicables a sus esferas pú-
blica y privada, conducen el pensamien-
to del autor ni través de las opiniones
de civilistas y administrativistas, en la
última parte de su trabajo, que concluye
manteniendo la necesidad de conocer a
fondo el Derecho civil para poder desen-
trañar las esencias de las instituciones
administrativas.

JUAN IGNACIO BERMEJO GIRONES
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PUBLIC ADMINISTRATION

Volumen XIX. Primavera 1951.

HAMILTON, H. P. : Sir Warren Fisher
and the Public Service. Págs. 3 a 38.

WELLS, A. Q. : The Hospital Service.
Págs. 39 a 50.

«La National Health Service Acl de
1946 inició una revolución incruenta en
los servicios sanitarios de Inglaterra y
Galesa; en la fecha señalada por la Ley,
5 de julio de 1948, todos los hospitales
de propiedad privada o a cargo de cor-
poraciones locales fueron transferidos al
Ministerio de Sanidad; entendiéndose
por hospital «toda institución para la re-
cepción y el tratamiento de convalecien-
tes o personas necesitadas de rehabilita-
ción médica».

La administración de los hospitales
nacionalizados corresponde al Ministro
de Sanidad, a través de los Regional
Hospital Boards (en número de 14) y los
Boards of Hospital Management Com-
mittees. La administración se halla fuer-
temente centralizada, siendo amplios e
intenso» los poderes del Ministerio, es-
pecialmente en materia financiera, pues
se exige el sometimiento al mismo cada
año por todos los Regional Hospital
Boards, respecto de todos y cada uno de
los hospitales comprendido? en su terri-
torio, de un presupuesto inicial antes de
comenzar el ejercicio; de una revisión
del mismo dentro de los seis primero*
meses del año, y de una cuenta de li-
quidación final.

El plan general de nacionalización lia
conseguido un éxito notorio y evidente,
pese a su fenomenal trascendencia; y los
áos principales problemas con <jue aho-
ra se enfrenta son : uno administrativo,
tendente a disminuir los rígidos contro-
les del Ministerio en beneficio de una
mr>yor libertad y responsabilidad de lo?
crpanos territoriales; y otro técnico, de-
terminado por el hecho triste, pero real,
de qae cada avance en la terapéutica <•
«•n lo<- medios de diagnóstico trac c-m>i
go unn mayor demanda de medios sani-
tario?, de lechos de hospital y d<". tiem-
po a permanecer en el mismo.

HANSON, A. H. : ParUamentary Ques-
tions on the Nationalised Industrien.
Págs. 51 a 66.

«Desde el advenimiento al poder del
Gobierno laborista (el articulo está es-
crito antes del triunfo electoral conser-
vador), la entera materia del grado del
responsabilidad ministerial ante el Par-
kmento en cnanto a los asuntos de las
corporaciones públicas ha entrado en
una nueva fase.» Todas las leyes de na-
cionalización han autorizado al Minis-
tro para dictar al Consejo de Adminis-
tración de la Industria Nacionalizada
«instrucciones de carácter general... en
relación con los problemas que, a su
juicio, afecten al interés nacional» (apar-
te de concederles facultades decisoras
respecto de determinados actos concre-
tos, tales: como nuevas emisiones de ca-
pital, gastos de primer establecimiento,
aprendizaje y educación, etc.). De la
cláusula general se derivaba el princi-
pio de que el Ministro era responsable
ante el Parlamento de los actos de las
Industrias Nacionalizadas en cnanto fue-
ran de carácter general y afectaran al
interés público, y de aquí se deducía,
a sn vez, el derecho del miembro del
Parlamento a hacer interpelaciones al
Ministro responsable sobre tales materias.

Pero ante la dificultad de distinguir
entre actos generales y actos partícula-
res, o determinar cuándo nn acto se cua-
lifica como afectante del interés públi-
co, la materia de hasta qué punto los
Ministros podían ser interpelados sobre
el funcionamiento de las industrias na-
cionalizadas ha quedado prácticamente
irresuelta; en los más de los casos, el
Ministro se ha negado lisa y llanamente
a contestar, diciendo que se trata de ac-
tos cuya responsabilidad correspondía al
Consejo de Administración de la Indus-
tria y no a él; en otros ha contestado a
la interpelación, pero haciendo constar
que lo hacía a título informativo y sin
responsabilizarse del acto; en las menos
ha aceptado la responsabilidad del acto.
Y todo ello utilizando criterios pragmá-
ticos que no parecen obedecer a ningún»
distinción ni principio generales. Es así
como ha llegado a hablarse del «telón
Je acoro» que ocultaba la actividad de
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las industrias nacionalizadas, a veces en
perjuicio y descrédito de éstas, pues
muchas de las interpelaciones hechas res-
pondían a informaciones erróneas, in-
completas o tendenciosas, y en descré-
dito del Ministro, dando la falsa impre-
sión de que tuviera algo qne ocultar.
Quizá todo venga a reforzar la opinión
de quienes ven en las preguntas e in-
terpelaciones parlamentarias un método,
de control de la actividad administrati-
va «casual, caprichoso, superficial e in-
efectivo».

CHAPMAN, BRIAN : The Organisation of
the French Pólice. Págs. 67 a 75.

S. W. POLLARD, ROBERT : Refledions
of a District Whitley Council Secre-
tary. Págs. 76 a 83.

Volumen XXIX. Verano 1951.

MBNZLER, F. A. A. : Lord Ashfield. Pá-
ginas 99 a 112.

ROBERTS, SlR HOWARD : The Domes-
tic Procedure of the London County
Council. Págs. 113 a 126.

F,,\DY, SlR WILFRID : Maynard Key-
nes: Public Servant. Págs. 127 a 130.

Se trata de una recensión del lihjro de
ROY IIARROD John Maynard Keynes; in-
sistiéndose sobre su gigantesca figura, no
sólo como economista teórico, sino como
hombre preocupado por los problemas
pob'ticos y administrativos.

MACKENZIE, W. J. M. : The Study ni
Public Administration in the United
States. P.-igs. 131 a 144.

Tomando como base las recientes pu-
blicaciones norteamericanas sobre la Ad-
ministracién pública, el autor traza los
siguientes estadios en la enseñanza de
la misma en los Estrilos Unidos.

1) Se elige como ejemplo el libro de
W. F. Willoughby Principies of Public
Administration (1927); en general, se
dice, los libros sobre Administración pú-
blica de la época anterior a 1930 tuvie-
ron su valor «porque pusieron algún or-
den en el estadio de la Historia de la
Administración y en el del Derecho ad-
ministrativos; pero ni enseñaron a los
estudiantes cómo administrar, ni, cierta-
mente, les pusieron en contacto con las
realidades que iban a encontrar en las
oficinas administrativas.

2) Se elige como ejemplo el libro de
CHESTER BABNARD The Function of the
Executive (1938). La enseñanza se mon-
ta sobre la base de qne nn bnen admi-
nistrador lo es en cnanto, consciente o
inconscientemente, sabe utilizar los fac-
tores materiales y personales que tiene
a su alcance; y que tal habilidad puede,
dentro de ciertos limites, ser analizada
y estudiada.

3) Se toma como ejemplo el libro de
H. A. SIMÓN Administrative Reltaviour
(1948), que, bajo su pretendida modes-
tia, inicia el llamado ínter DísdpUn/iry
Approach. llamando en ayuda de la en-
señanza de la Administración pública a
otras ramas del conocimiento y, especial-
mente, a la Filosofía, la Psicología, In
Sociología y la Economía (a ésta, por
cierto, irónicamente la llama ola Vieja
Guardia de las ciencias sociales», con
sus curvas elegantes como los versos eru-
ditos en latín o griego del SÍRIO XIX y
muertas desde que murió KEVNESI. La
enseñanza de Administración pública
presupone el conocimiento de tales cien-
«•ias. y prácticamente se desarrolla evi-
tando a toda costa las generalizaciones y
acudiendo continuamente a ejemplos de
organizaciones no demasiado complejas.
Un buen ejemplo de esta forma de en-
señar lo ofrece el libro del mismo H. A.
SIMÓN y otros, Public Administrntion
(1950V '

WHEARF., K. C. : Burcaucvat.v ín n Dr-
•nwcracy. P.ígs. 144 a 150.

Este artículo es una nota crítica sobre
el libro, del mismo título. <lel profe-nv
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Charles S. HUNEMAN (New York, Haper
and Brothers, 1950); annqne desconoce-
mos la obra original, de la nota de WHEA-
RE no podemos decir sino que es mag-
nífica; criticando la noción de qne «hom-
bres y mujeres, en tanto en cnanto tra-
bajan conjuntamente en una gran orga-
nización, constituyen una burocracia» y
de que «cualquier gran organización es,
específicamente, ana burocracia», se es-
tablece la distinción entre Lis personas
encoadradas en los servicios públicos y
los burócratas, definiendo a estos últi-
mos como a aquellos que realizan los
peculiares funciones «de dirigir, contro-
lar, regular y organizar las acciones de
otros», siempre que tales funciones sean
realizadas en el seno de una institución
disciplinada y jerárquica. La distinción
entre bure.aucrat y publie servant es im-
portante y ayuda a rechazar concepcio-
nes tan estúpidas como la de que, por
ejemplo, cuando es nacionalizada una in-
dustria, la burocracia del país aumenta
en el número de personas que trabaja-
ban para esa industria y que ahora tra-
bajan para el gobierno; un minero, por
muy estrictamente socializada que esté
la mina, nunca será un burócrata; y el
jefe de personal de la industria minera,
tan burócrata, y no más, es después de
la nacionalización como lo era antes de
ella. Hay organizaciones públicas, con
grandes masas de personal a su servicio,
poco burorratizadas (el Servicio de Co-
rreos es el ejemplo típico}, y organiza-
ciones más reducidas en que la burocra-
tización es punto monos que completa
(la Interstate Commerce Commission o
••1 Civil /tcTOntiulics Board).

DBCHANT. A. J. : The 1'romotion >/
Cost Consciousncss. PAgs. 151 a 159.

Que «la eficiencia de un servicio pú-
blico mejora a medida que es mayor la
conciencia de su co^to en los funciona-
rios que controlan el dinero público qu<:
M' invierte '-n él», viene a ser la te3i>
central de e«te trabajo: y. a juicio de
su autor, lu adquisición d<: esta «con-
cicncia ild costón es, fundamentalmente.

un problema de educación tendente a
desarrollar las siguientes actitudes men-
tales :

— El Gobierno no puede «producir
dinero» de un plumazo, sino que ha de
tener muy en cuenta los sacrificios que
la obtención de numerario representa
para el ciudadano que paga los impuestos-

— Aunque décadas de prolongada in-
justicia y de separación de clases hayan
generado tal idea. es falso pensar que las
prestaciones que hoy concede el Estado
son como una expiación de viejas lesio-
nes; antes bien, no pueden ser otra cosa
sino la recompensa por el esfuerzo pre-
sente.

— El dinero público viene de los ciu-
dadanos y va a los ciudadanos; y no
debe ser gastado sin una consideración
critica de la justificación del gasto en re-
lación con los resultarlos que a través
del mismo ee. obtienen.

Como medio práctico, se apunta la
idea de poner siempre al lado del admi-
nistrador el financiero; y que en todos
los niveles de la actividad administra-
tiva, ésta se conciba como la realización
del plan conjunto de esos dos hombres
trabando con estrecho espíritu de equipo.

COATMAX, |OHN : The Constitutional
Pnsitio» oí thc B. Ti. C. Págs. 160
a 172.

La B. B. C. británica, en cuanto man-
tiene un monopolio legal de las emisio-
nes de radio y televisión, oes un poder
político, social y cultural de la más alta
lignificación», no obstante io cual se ha-
lla hoy, en gran medida, según ha de-
mostrado el estudio del Comité Beverid-
ge. fuer;* del control de órganos básicos
do acción política, tanto del Parlamento
como de los Ministros, aunque, en com-
pensación, la B. B. C. es altamente sen-
sible a las corrientes de opinión pública
manifestadas, a través de la Prensa y de
las propias declaraciones dp los miem-
bros del Parlamento.

Con arreglo a los Estatutos fundacio-
nales de la B. B. C , el Pastmaster Ge-
nernl puede prohibir cualquier determi-
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nado programa, pero de este poder no
se ha usado jamás; el yeto general so-
bre la radiodifusión de temas en que la
controversia fnera aguda desapareció en
1928; evidentemente, la cláusula gene-
ral recogida por las leyes de nacionali-
zación, según la cnal «el Ministro puede
dar instrucciones de carácter general en
materias que, a su juicio, afecten al in-
terés nacional» es inaplicable a la B. B. C.
porque, de un lado, ello exigiría el con-
trol ministerial de Ia9 emisiones diaria?,
y de otro, semejante control chocaría
con las libertades constitucionales de pa-
labra, de pensamiento, de religión, etcé-
tera. Y, sin embargo, la B. B. C. no
puede quedar fnera del control de los
órganos políticos representativos y dejci-
sores; en cuanto es titular de formida-
bles provilegios, el Parlamento debe co-
nocer cómo se usa de los mismos y debe
poder intervenir si tal uso lo estima in-
adecuado o abusivo. Se podría garantizar
el control:

a) Segregando de la B. B. C. y atri-
buyendo a oficinas públicas de nneva
creación los servicios de propaganda.

b) Rompiendo la estructura actual,
altamente centralizada y autoritaria, de
la B. B. C . atribuyendo una mayor in-
dependencia a las oficinas regionales
(Escocia, Gales, Irlanda del Norte, Norte,
Centro y Oeste); y dando entrada a re-
presentantes de las mismas en el Board
of Governors.

c) Creando un Comité Parlamentario
( Broadcnsüng Committee) como instru-
mento del Parlamento, ron la misión
específica de cuidar los intereses del pú-
blico en cnanto éstos estén afectados por
las actividades de radiodifusión.

normas expresas por virtud de la a cuales
los organismos de la industria naciona-
lizada tienen obligación de cuidar del
aprendizaje y la educación de su per-
sonal. A6Í, en la Coal Industry Nationa-
lisation Act (1946), en la Transpon Act
(1947), en la Electricüy Act (1947\ en
la Gas Act (1948) y en la ¡ron and Steel
Act (1949); tales disposiciones fueron
inspiradas por la idea de suprimir en
la industria nacionalizada los sentimiento»
de frustración y de incertidumbre ante
el futuro, tan corrientes en la industria
privada.

Se analizan en el articulo los planes
de aprendizaje y educación de la B. B. C.
(que no se halla estatutariamente obliga-
da a establecerlos), del National Coal
Board y de lo British Transpon Com-
mission y se recalca la importancia de
tales planes, encontrando en ellos unn
posibilidad de que desaparezca la situa-
ción, fomentada por siglos de industria
privada, de que la producción está divi-
did» en dos vertientes antagónicas; re-
conciliando al trabajador con el em-
presario. Tal meta, se añade, está ann
lejos porque, por -;jemplo, «el miembro
del sindicato que asciende a puestos
elevados t:n la rección de la empresa
nacionalizada . cesa, a los ojos de sus
compañeros de sindicato, en su calidad
de compañero, para entrar en una clase
cuya visión de las cosas es distinta e
irreconciliable con Ja de IOÜ sindicados».
Se hace |ir>'ciso. ñor el contrario, qu'"
los í-indicatoí imbuyan en sus miembro^
la fértil idea de que las mirones de di-
rección de la empresa están al alcance
ilel sindicado y constituyen «u natural
¡i-piración.

Report of íhc Broadcasting Commii-
tec. 1949. Págs. 173 a 178.

Volumen XXIX. Otoño 1951.

REI.I.. R. W. : The Relalion of Promo-
tion and Training'to Higher Mana-
¡¡ement in British Nationaliserf Jn-
dusiries. Págs. 201 a 216.

En la« más de la- leyes de Nacionali-
zación (le Industrias británicas aparecen

1.I;AKI>. P. M. : Dclcgatwti m PoliiV
Formatwu. Páfjs. 217 a 226.

La exigencia de velocidad en el des-
pacho de los negocios públicos tiende
a producir un nuevo tipo de. funciona-
rio administrativo, cuyos métodos de
actuación son, en algunos aspectos, opues-
to* a los que lian sido ronsiderar!"*
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como tradicionales en el Civil Service.
Hoy se prefiere al hombre que es ca.
paz de diciar nnn decisión, aunque no
haya llegado a compenetrarle enteramen-
te con el asunto sobre el que decide, al
que, habiendo logrado tal compenetra-
ción, es incapaz de decidir. Por otra
parte, y a cansa del crecimiento de la
actividad administrativa, son moy po-
cos los funcionarios que se atreven a
manifestar qne tienen el coslrol de un
campo de actividad del que son respon-
sables; y ello tiende a una división de
la responsabilidad, impuesta por Jn ne-
cesidad, que choca con la concepción
tradicional.

LOMAX, K. S. : Vdriations in cost oj
educational administration in Coun-
try Boroughs. Págs. 227 a 230.

SMITH, JOHN L. : Cost oj Divisional
Administration in Education. Pági-
nas 231 a 236.

JOHNSON, P. M. : The regional houstng
organization oí the Ministry oí Lo-
cal Government a\td Planniii};. P;'i-
¿íinas 237 a 244.

PANTER-BRICK. K. : l'rcnch Regional
Administration. P/i^s. 245 a 251.

El Departamento francés es hoy de-
masiado pequeño como área administra-
tiva y, para conseguir una mayor efi-
ciencia, han sido muchos los Departa-
mentos ministeriales que han creado sus
propias divisiones territoriales. Al pro-
pio tiempo, y como consecuencia, fa-
cultades y campo de actividad del Pre-
fecto se lian visto disminuidas liasta lle-
gar a ser. prácticamente, mi represen-
tante del Ministerio del Interior, «enyu
intervención en asuntos técnico» es in-
oportuna, y debe ser evitada en cuanto
-ea posible». Ha habido en Francia va-
rios intento:- rocíente pura corregir luí
estado do cosa;. El primero de ellos fue
el de los Prefectos Regionales, del Ré-
gimen dv Viehy. creados como «Centro?
coordinadores) de la actividad adminis-

trativa, aunque en la práctica—a juicio
del articulista—no pasaron de eer «ino
funcionarios administrativos encargados
de ciertos servicios especiales, tales como
los de policía y abastecimientos. En
este régimen, realmente, la región nun-
ca llegó a ser una parte integrante de
la estructura administrativa.

Posteriormente, en el año 1945 (Or-
denanza de 24 de octubre) se preten-
dió, con la creación de los Comisarios
de la República, elevar a la región a
la categoría de elemento esencial en la
divisióm territorial administrativa. No
prosperó, sin embargo, tal reorganiza-
ción, principalmente por el recelo qne
sn creación producía en los políticos lo-
cales, acostumbrados a dominar o influir
con mayor o menor fuerza sobre los
Prefectos; en los presupuestos del año
1946 no se incluyó cantidad alguna para
estos Comisarios de la República.

Algún intento se ha hecho con poste-
rioridad, ya que no para estructurar
nuevamente la división territorial, sí, al
menos, para reforzar la autoridad de los
Prefectos; una circnlar del Ministerio
del Interior a los mismos, de abril de
1946, dice que «el Prefecto es el único
representante del Gobierno en el Depar-
tamento, siendo el delegado de todos los
Ministerios. Todos los servicios adminis-
trativos, excepto los judiciales, están
bajo su autoridad. Es responsable del
control y de la coordinación de los
actos de los Delegados locales de los
distintos Ministerios».

STEIN, HAROLD : Case Studies oj Pu-
blic Administration in the United
States. Págs. 252 a 256.

Se refiere el articulo al sistema de
enseñanza de la Administración públi-
ca, desarrollado recientemente en los
EE. UU. con el nombre de Inter-Uni-
uersity Case Programm, y consistente
en el estudio de decisiones administra-
tivas concretas del Gobierno federal o
de los Gobiernos de los Estados y Mu-
nicipios, teniendo a la vista, tanto la
decisión dictada como un resumen de
los documentos y antecedentes que for-
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man el expediente en el que se dictó lu
decisión.

Aunque el sistema e9tá prácticamente
en su iniciación, y aunque ha habido
bastantes dificultades en la consecución
de los documentos que integran los ex-
pedientes y en el acceso a los archivos
públicos, parece, no obstante, que el
éxito inicial ha sido grande y se espera
que tal forma de estudio tome un gran
incremento en cursos «ucesivos.

SPRATUNG, F. H., and LU>YD, F. J. :
Personnel Statistics and Sickness
Statistics. Págs. 257 a 277.

STREET, HARRY : Recent cases in Ad-
ministrative Laiv. Págs. 278 a 280.

HANSON, A. H. : The select Committee
on Statutory Instruments. Págs. 281
a 283.

Volumen XXIV. Invierno 1951.

A more Balanceó Vieiv. Págs. 301 a
302.

Arthur Street. Págs. 303 a 316.

LORD CITRINE : Problems of Natiort-
alised Industries. Págs. 317 a 332.

El presente artículo es la reproduc-
ción de una conferencia dada por su
autor en la Universidad de Oxford, en
octubre de 1951. «Los problemas de las
industrias nacionalizadas son muchos y
muy variados, y sería imposible, en una
sola conferencia, examinar adecuadamen-
te todos ellos. Lo más que puede hacer-
se es estudiar unos pocos de los más
importantes».

Y he aquí cuáles son estos problemas
esenciales:

El primero de ellos ha consistido en
desarrollar la «formidable tarea que su-
ponía la transferencia de las grandes
Organizaciones nacionalizadas desde la
propiedad privada a la propiedad públi-
ca». Si, ciertamente, las leyes de nacio-
nalización daban una ¡-ase acerca de

cómo las Iratjacioneb debían ser hecha;,
la realización efectiva ha exigido nume-
rosas medidas administrativas concretas;
pero contra lo esperado, la transferencia
se ha realizado con gran suavidad.

Un segundo problema ha sido el de
la reorganización de la estructura de
cada una de las industrias nacionalizadas.
Examina el articulo brevemente, cuál
es la organización actual de las industrias
del carbón, del transporte, de la elec-
tricidad, del gas y del hierro y del
acero.

El problema del «tamaño» de las nue-
vas organizaciones—uno de los puntos
en que más se ha cebado la crítica con-
tra la nacionalización—ha tenido necesi-
dad de ser resuelto mediante una centra-
lización de los poderes de decisión. En
una era de planificación nadie puede
segar que lu coordinación, por medio
de un organismo central, y una conside-
rable dosis de uniformidad de acción,
son esenciales. Y por ello mismo ha sido
preciso centralizar en las industrias na-
cionalizadas; por cuanto nacionalización
presupone la planificación y coordina-
ción de la indnstria nacionalizada como
un todo.

Problema también de extremada im-
portancia ha sido el de la publicidad y
responsabilidad ante el público de las
actividades de las industrias nacionali-
zadas, teniendo en cuenta que éstas po-
seen un extremado poder y son de im-
portancia vital para el bienestar econó-
mico y social de la comunidad. En la in-
dustria privada, los Balances anuales se
miran corrientemente como pruebas po-
sitivas o negativas de la eficiencia de
ls compañía, traducida a través de sus
beneficios; aunque no hay que olvidar
ls existencia de monopolios, públicos o
privados, en los que el Balance no es,
o no es sólo, una prueba de eficiencia.
La responsabilidad de la industria na-
cionalizada ante el público ha tratado
de garantizarse, aparte de mediante las
interpretaciones parlamentarias en la me-
dida que son admitidas, mediante la crea-
ción en las mismas de los Consultative
Councils, representantes de los consu-
midores.

Un nuevo problema capital lo ha cons-
tituido la relación de la industria con
sus empleados; a juicio del autor, éste

2«5



UEV1SIA ; HSV1STAS

es «el mayor problema cu la industria
nacionalizada». Evidentemente, los tra-
bajadores han sentido por primera vez
<|ue tenían el derecho de entrar en lab
esferas directivas de la industria, que,
en el pasado, estuvieron cerradas para
<;lios. A esta finalidad tienden la» disposi-
ciones1 de las leyes de nacionalización, que
imponen nn acuerdo cou los sindicatos en
todas las materias que afectan a salarios
y condiciones de trabajo; y una consulta
con lo.- .mismos, un las que hagan refe-
rencia a seguridad e higiene del traba-
jo, seguridad social, aprendizaje y edu-
cación.

El problema de la» finanzas fue en-
locado en la nacionalización desde el
punto de vista de que cada industria na-
cionalizada debia subsistir por sí, sin
necesidad <le subsidios públicos; y así
lia sido, -alvo en la industria del trans-
porte, en que el resultado negativo se
lia debido a que la nacionalización «he-
redó un servicio ferroviario que había
«ido mal llevado financieramente duran-
te muchos años<>. Esto no quiere decir
que el problema fin¡mci<;ro de la nacio-
nali¿atión esté resuelto, teniendo en
cuenta, sobre todo, la urgente necesi-
dad de mejorar y renovar el equipo ca-
pital di las industrias.

CKOWTHER, E. : Administration in the
Gas Industry. Págs. 333 a 344.

MACKENZIE, W. J. M. : The Conven-
tions of Local Goven:men1. Pági-
nas 345 a 356.

WATERFIELD, SIR PERCIVAL : The Ame-
rican Civil Sersice. 1939^5. Pági-
nas 357 a 362.

El autor aprovecha la lectura del re-
ciente libro de Gladys M. Kammerer
(Impact of War in Federal Personnel
Administration), Univcrsity of Kentucky
Kress, para sacar sus conclusiones res-
pecto al sistema norteamericano de fun-
cionarios.

Según el libro comentado, durante el
periodo estudiado pueden numerarse de

la siguiente forma las mejoras del ('•-
vil Service:

I.» La supervivencia de un sistema
adaptable y flexible de selección por mé-
ritos.

2." El éxilo obtenido en la provisión
de puestos en un servicio federal extra-
ordinariamente desarrollado.

3.° Progreso en el desarrollo de cur-
sos de especialización y prácticas.

4.o Realización de la importancia que
tienen las relaciones con el personal.

V como principales deméritos o pro-
blemas irresueltos, los siguientes:

1.» El de los ascensos: El no haber-
se podido encontrar algún medio por vir-
tud del cual las habilidades de los fun-
ciuruiios públicos puedan ser rápida-
mente descubiertas por la Agencia Cen-
tral de Personal.

2.o Los defectos del sistema de retri-
buciones.

i.° El no haberse podido controlar
la extensión y el tamaño de la masa de
funcionarios al servicio del Gobierno
federal.

i." El intento del Congreso de con-
injljt lo- elementos subversivos existen-
tes entre los funcionarios, sin definir
previamente con precisión qué se en-
tiende por subversiveness.

Se recalcan a continuación las diferen-
cias entre el sistema de funcionario norte-
americano y el británico, y se asombra
<1 autor de cómo, existiendo en el norte-
americano normas según las cuales no
pueden hacerse pagos por horas extra-
ordinarias sin una Ley, ni puede nom-
brarse a un médico al servicio de un
Departamento ministerial sin legislación
especial, ni admite el Congreso con fa-
cilidad que un funcionario pueda reci-
bir sueldo superior al de un miembro
del Congreso, pueda siquiera exiftir ni
funcionar un mediano Civil Serricn en
tales condiciones.

H¡AKTUÍY, By SIR HAKOLD : The Place
of Further Education in the Public
Sen-ices. Págs. 363 a 372.

DAWKS, H. : Competition and Rivalry.
Págs. 373 a 382.

286



BKVISTA DE HEVtSTAi

El problema de medir e incrementar
la eficiencia de las industrias naciona-
lizadas constituye uno de los mus serios
problemas de las mismas. Como quiera
que no puede hablarse en muchas de
ellas de competencia, puesto que parten
de la base de una situación monopolis-
ta interna, trata el artículo de ver si
puede la competencia ser sustituida por
una noción afín, pero distinta: la de ri-
validad.

Para el autor, competencia (competí-
tion) «significa el estado que existe
cuando productores de bienes y servi-
cios venden éstos en un mercado co-
mún». Rivalidad (rivalry) asignifica una
situación en la cual los productores,
aunque teniendo algo en común, no
abastecen el mismo mercado».

La rivalidad, que sustituye a la com-
petencia, puede desarrollarse a través de :

1) Los consejos d e consumidores
(consumer councils) que funcionan prác-
ticamente en todas las industrias nacio-
nalizadas; las consecuencias de un in-
forme adverso y ampliamente divulgado,
de uno de estos consejos, puede ser for-
midable y estimular la tendencia hacia la
eficiencia de la empresa nacionalizada.

2) Los Consejos de Administración de
las industrias nacionalizadas están en
muy bnena posición para desarrollar un
sentido de rivalidad entre las diferen-
tes partes o unidades que constituyen
la industria; oponer un área de produc-
ción contra otra, en materia de reduc-
ción de coste, de rendimiento elevado,
etcétera.

3) Los trabajadores y funcionarios
de las industrias nacionalizadas sienten
una gran eimpatía hacia la nacionaliza-
ción; lo cual es de importancia suma,
porque no puede estimularse la rivali-
dad si la persona no está interesada en
el progreso de la industria en la que
trabaja.

Hasta qué punto la existencia de riva-
lidad estimula y mantiene la eficiencia
es cosa a la que no puede contestarse,
porque es cosa imposible de medición.
Y si bien todas las críticas que se han
hecho contra la falta de eficiencia pare-
cen sugerir que ésta realmente no es
mucha, no hay que olvidar que los po-
tflical unti-nationalisers son «poderosos y
vociferantes». Pero no cabe duda que

la rivalidad puede llegar a ser un factor
de primera importancia y la respuesta,
quizá parcial, a uno de los grandes pro-
blemas que la industria nacionalizada
tiene planteado.

PürcH, L. : Changea in Üie Machinery
of Government since 1945. Págs. 383
a 392.

Estos han sido los más importantes
cambios en el Gobierno británico desde
el año 1945:

1. La desaparición de determinado•>
Ministerios; así los Ministerios de Home
Securüy y de Economic Warfare; y la
subsistencia, en cambio, de otros crea-
dos durante la guerra, tales como <*1
Ministerio de Alimentación (Minislry
oj Food).

2. El formidable crecimiento de la-
funciones de Gobierno impuesto por
los programas de pleno empleo, servi-
cios sanitarios, vivienda y nacionaliza-
ciones de industrias. Ello ha originad»
la creación de nuevos Departamentos
ministeriales, tales como los de planifi-
cación territorial (Miaistry of Town
and Couníry Planing); Seguros Nacio-
nales (Ministry of National Insurance);
de Energía (Ministry of F uel and
Pouxr), y de Aviación Civil {Ministry
of Civil Aviation).

3. La creación de una Oficina Cen-
tral de planificación Económica, bajo
la dependencia del Canciller del Excite-
quer, con el consiguiente aumento de
las funciones de éste.

4. El cambio de status de las anti-
guas Colonias de la India, Birmania y
Ceilán; ello ha traído el cambio del ti-
tulo de uno de los Departamentos: de
Secretario de Estado y Asuntos de los
Dominios, a Secretario de Estado para
las relaciones del Commonwealth.

5. La creación del Ministerio de De-
fensa; sin embargo, el Primer Ministro
sigue reteniendo la suprema responsa-
bilidad en cnanto a la misma; pero de-
penden del Ministerio de Defensa una
porción de importantísimos servicios y.
entre ellos, el Alto Estado Mayor.
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C. Lu creación en el año 1951 del Mi-
nisterio de Materiales (Ministry o/ Ma-
terials). Los materiales que se ponen
bajo el control de este Minisetrio son,
entre otros, los necesarios para la pro-
ducción de hierro y acero; para los me-
tales ligeros y no férricos; para la in-
dustria química y de fertilizantes, y
pura muchos de los productos textiles,
tales como algodón y lana.

MITCHEL, DLNCAN : The Parish Coun-
cil and the Rural Community. Pá-
ginas 393 a 401.

Manuel ALONSO OLKA

Revue du Droir publie ct de la
. Science Politiquc.

julio-septiembre 1952.

MONTANÉ DE i-\ Royun : Essai sur la
responsabilité du juge administra-
tfre. PAtjinas 609 a 661.

Después de un planteamiento general
del problema, precisando los órganos de
las jurisdicciones administrativas y plan-
teándose la posibilidad de aplicar los
procedimientos regulados en Francia en
materia de responsabilidad de los Jue-
ces ordinarios a los componentes de
aquellos órganos, paso a estudiar los ca-
racteres específicos de la responsabilidad
del Juez administrativo.

Una afirmación que constituye uno de
los puntos fundamentales del trabajo, es
la que se hace en la página 635: «El
Juez administrativo —dice—, cuando es
ya funcionario —lo que no ocurre en
todos los casos—, no estú dotado de un
estatuto propio a su función. Ejercitan-
do ésta, es un administrador sometido al
estatuto general de la función pública,
que, como los textos especiales relativos
a tal o cnal cuerpo de funcionarios,
ignora la función jurisdiccional adminis-
trativa. Por consiguiente, el Juez admi-
nistrativo permanece sometido al prin-
cipio ds la subordinación jerárquica. Sn
independencia, frecuentemente indiscuti-
lile, resulta de costumbres y prácticas
administrativas elogiables, pero no de
un estado de derecho.» Esta asimilación
del Juez administrativo y del funciona-
rio sobre el plan de la responsabilidad
personal parece ser jurisprudencia cons-
tante, y el Jaez administrativo podrá ser
demandado ante los Tribunales igual
que otro. Después de un examen dete-
nido de los principales arréts del Conse-
jo de Estado sobre la materia, sienta la
conclusión de que la jurisdicción admi-
nistrativa sería competente para conocer
de la falta de servicio. Ahora bien, una
especialidad importantísima consiste en
que en estos casos no se admite la res-
ponsabilidad del Estado; la responsabi-
lidad del Juez administrativo tiene siem-
pre carácter particular.

Sentada esta conclusión, en páginas
--ucesivas el articulista critica la doctri-
na sobre la materia.

J. G. V.
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